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INTRODUCCIÓN

Debemos inicialmente resaltar la importancia de la integración como el objetivo de los pueblos con miras a alcanzar mejores y provechosos días, permitiendo el desarrollo de los aspectos económicos, sociales y culturales, además del libre intercambio de bienes y servicios producidos en la región.
Las diferencias económicas, sociales, físicas o territoriales, poblacionales, incluso las de conocimiento intelectual o científico, han motivado a los Estados del mundo a buscar relaciones fundamentalmente económicas para satisfacer las grandes necesidades humanas. Por tanto, en el transcurso del pasado milenio, desde la década de los 60 hacia adelante, los pueblos han decidido que la mejor forma de lograr su bienestar y desarrollo es creando procesos de integración y han sido esas relaciones, las que han caracterizado al fenómeno integracionista, fenómeno que además tiene implicancias multifacéticas. Por lo mencionado, cuando se estudia la integración, no sólo debe abarcarse el tema de la economía en especial, sino también analizar otras materias que hacen a su conformación sea en el orden político, social y/o jurídico.

La política de integración adoptada en el siglo XX indudablemente que continuará en el transcurso del presente siglo si consideramos el desarrollo que ha tenido la integración y que ha motivado, por ejemplo, la futura implementación del ALCA a instancias de los Estados Unidos, primera potencial mundial, que consciente de su importancia pretende por este medio impedir la irrupción europea en el mercado latinoamericano.

El tema de la integración, sin duda alguna se ha convertido en un tema central de examen de todo el mundo, sin apartarlo, especialmente en las últimas décadas del tema de la globalización en la economía mundial. Tenemos que empezar reconociendo que pese a las diferencias existentes en los Estados que permitieron la unión de los pueblos, como ser las étnicas, culturales y religiosas, estas no representaron ni representan un impedimento para que los países cultiven la idea de la integración. Basta analizar lo que sucede con los estados de la ex Unión Soviética (por ejemplo: Estonia, Letonia y Lituania)
 que vienen demostrando interés en lograr un espacio dentro de la Unión Europea.

Lo mismo acontece con los países sudamericanos que desean o aspiran alcanzar un proceso de integración económico entre los que conforman la Comunidad Andina de Naciones (CAN) y el Mercado Común de Sur (MERCOSUR). Clara muestra de ello, fueron las últimas reuniones de Jefes de Estado de los dos bloques, en las que se ha enfocado el tema con mayor profundidad en busca de un mejor bienestar económico, con la apertura de mercados y el consiguiente intercambio de los bienes, capitales, servicios y personas de las naciones que son parte de América.

Por todo ello, podemos manifestar que los procesos de integración están destinados a lograr objetivos socio-económicos, pero que requieren, inevitablemente del concurso o auxilio de un marco jurídico que regule sus actos, los que deben estar en concordancia o relacionados a los propósitos, u objetivos comunes de los países que los conforman.

De lo indicado, puede inferirse que la práctica integracionista ha convertido ese marco jurídico en Derecho Comunitario de vital importancia en estos procesos. Es con este propósito que los países inmersos en ésta política no tienen otra alternativa que proceder a una adecuación constitucional de su régimen interno referido al Derecho Comunitario, para encarar su política exterior.

Sobre este particular corresponde mencionar el gran avance de los Estados de la Unión Europea, incluso de los Países Miembros de la Comunidad Andina de Naciones, del que Bolivia forma parte o de lo que sucede también con los Países que integran el MERCOSUR en el que Bolivia tiene la calidad de socio al igual que Chile, que han sabido adecuarse jurídicamente a las diferentes fases de la integración.

Estas son las razones que han motivado la redacción de la presente Tesis en la que, a lo largo de los capítulos a ser analizados, se evidenciará la viabilidad de la proposición inicialmente formulada en el perfil de tesis, que tiene como eje central la necesidad de la adecuación constitucional en razón de la inexistencia de un apartado especial dedicado al Derecho Comunitario y a la Integración, como una política de Estado en materia de Relaciones Exteriores.

Con referencia a los objetivos de la investigación, los mismos pudieron cumplirse a cabalidad y los resultados fueron satisfactorios, aunque siempre queda el sentimiento de poder obtener mejores resultados. Asimismo consideramos que la Hipótesis planteada para la investigación, ha quedado plenamente ratificada y consolidada en el proceso investigativo.
Cabe resaltar la colaboración de mi tutor Dr. José Luis Villagómez Valle, sin cuya valiosa colaboración, guía y consejos no hubiera sido factible la conclusión de la presente tesis. 
CAPÍTULO I  

METODOLOGÍA
1.1.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

El creciente desarrollo de las relaciones en las que nuestro país es sujeto o parte, sea ésta entre grupos comerciales, bloques económicos o  de la Comunidad Internacional, al ser un Estado reconocido por las Naciones Unidas (ONU), impera la necesidad de normar el Derecho boliviano  con respecto a sus relaciones con otros países o los denominados bloques económicos, dentro los procesos de integración creados y por crearse.

El presente trabajo tomó en cuenta las siguientes interrogantes, como lineamiento general de la investigación:

¿Se encuentran reflejados en nuestra estructura jurídica los principios  e instrumentos del Derecho Internacional Público y de los  procesos de integración?

¿Cómo afecta en el desarrollo del país la falta de una política de Estado específica sobre las relaciones internacionales en general y sobre los procesos de integración en particular?

¿Sin la incorporación del principios de Derecho Internacional Público en la Constitución Política del Estado a través de una reforma, es posible el desarrollo sostenible y deseado de la politica exterior boliviana?

1.2.-  OBJETIVOS

1.2.1.- GENERALES

a) Demostrar la inexistencia normativa, armónica y orgánica  de  la Constitución Política del Estado con respecto a sus relaciones con otros países, dentro los procesos de integración creados y por crearse, 

b) Dar pautas jurídicas que posibiliten insertar dentro de la Constitución Política del Estado; normas relativas a las relaciones internacionales y a los procesos de integración, a través del establecimiento de una conducta imperativa de los principios del Derecho Comunitario  

1.2.2.- ESPECÍFICOS

· Analizar la legislación nacional

· Analizar la relación del Derecho Internacional con los procesos de integración

· Analizar el efecto del Derecho de los Tratados en la conformación de las Comunidades de países.

· Identificar las bases jurídico doctrinales que sostienen los procesos de Integración y el Derecho Comunitario

· Análisis de las constituciones de algunos de los países la comunidad latinoamericana

1.3.- JUSTIFICACIÓN  

1.3.1.- RELEVANCIA CIENTÍFICA

La investigación busca analizar la importancia de incorporar en la Constitución Política del Estado, un Régimen o Capítulo Especial que se refiera a las relaciones exteriores y la participación de Bolivia, en los procesos de integración, la cesión de competencias a organismos supranacionales de los que Bolivia forma o forme parte en el futuro, la aplicación directa y preeminencia de las normas comunitarias y las facultades de los Poderes del Estado, lo que implica el desarrollo de un nuevo campo dentro de la ciencia del Derecho.

1.3.2.- RELEVANCIA SOCIAL

La adecuación de la Constitución a las tendencias integradoras repercutirá en un mejor índice de seguridad jurídica, al especializarse y especificarse la legislación orientada a los procesos de integración y una política exterior sólida, lo que mejorará las perspectivas de desarrollo del país y su gente  creando  un espacio económico ampliado que tienda a facilitar la libre circulación de personas, bienes y servicios.

1.3.3.- RELEVANCIA PERSONAL

El Profesional Abogado del futuro tendrá necesariamente que incorporar en su práctica y estudio, temas de Derecho Comunitario, además de ser bastante conocedor del Derecho Internacional tanto Público como Privado, es por ello que como postulante al título de abogado considero que debo conocer más, de tan importante área del Derecho para una mejor comprensión de los procesos de integración y acerca de la formulación de políticas de relaciones exteriores del país.                  

1.4.- LIMITES DE LA INVESTIGACIÓN

1.4.1.- DELIMITACIÓN TEMÁTICA

El estudio que se realizó permitió formular la propuesta de ley de reforma constitucional que permita la incorporación de principios y reglas del Derecho Comunitario en base a un marco científico doctrinal.  

1.4.2.- DELIMITACIÓN TEMPORAL

La investigación se centra en las relaciones que nuestro país ha sostenido en el ámbito internacional a partir de la década de los sesenta (1960) hasta la actualidad.   

1.4.3.- DELIMITACIÓN ESPACIAL

El ámbito espacial de la investigación es el territorio boliviano; sin embargo, con una finalidad metodológica, se consideró como modelo de investigación los procesos de integración de los que nuestro país es parte como ser la CAN, MERCOSUR, ALADI y otros.

1.5.- HIPÓTESIS DE TRABAJO

“La estructura jurídica constitucional de nuestro país no condice con las modernas tendencias integradoras, por no contar con definiciones claras y específicas en la materia,  su adecuación será posible mediante la incorporación de principios y de preceptos inherentes al Derecho Internacional Público reflejados en el Derecho Comunitario Constitucional”. 

CAPITULO II 

MARCO TEÓRICO

2.1. DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

2.1.1. CONCEPTO

Según Ossorio es el conjunto de normas que rigen la relación de los Estados entre sí y también la de éstos con ciertas entidades que sin ser Estados, tienen personalidad internacional. Asimismo se entiende como el estudio de la estructura jurídica de la comunidad internacional, considerada como una sociedad compuesta por sujetos de Derecho Público, Estados, Asociaciones, Colectividades y Hombres, vinculados entre sí conforme a principios y normas de naturaleza jurídica (Diaz Cisneros).     

Jitta expresa que el Derecho Internacional Público “no es solamente un conjunto de relaciones entre Estados; es el Derecho Público considerado desde el punto de vista de una comunidad jurídica mayor que una nación; comunidad que en su acepción más amplia, abraza la especie humana”
. 

2.1.2. EL DERECHO INTERNACIONAL COMO DERECHO INTERESTATAL

El hombre ha organizado su vida civilizada sobre la tierra. Su apetito social lo satisface creando y vinculándose a modos concretos de asociación: familia, sindicato etc. De entre ellas destaca el Estado como una singular sociedad política soberana. De esta manera la superficie de la tierra, está fraccionada formando un mosaico de unidades políticas, firmemente arraigadas y asentadas en el territorio que ocupan. 

Las primeras manifestaciones de formas de vida  humana con cultura elevada coinciden con estructuras políticas superadoras de la mera agrupación tribal,  y es en esas sociedades donde aparecen las instituciones más antiguas del Derecho Internacional (normas del Derecho de la guerra o de la relación diplomática). Es evidente, que el Derecho Internacional moderno nace con el Estado.

Pero el Estado no agota el ámbito de comunicación y relación humana. Más allá de las sociedades políticas estatales siguen existiendo diversos modos de relación social, una de ellas es la intersocietaria, que es la que ha dado lugar al denominado Derecho Internacional público. El objeto principal de este sistema normativo es la regulación de estas relaciones intersocietarias que anudan entre si los Estados.

Esa realidad normativa que conocemos como Derecho Internacional, no tiene bien puesto el nombre, si atendemos a su contenido. Derecho Internacional es traducción moderna de la expresión ius ínter gentes que por primera vez utilizara F. de Vitoria. La anterior denominación fue ius gentium y procedía de los juristas romanos.

El viejo ius gentium romano fue el Derecho común a todos los pueblos, cualquiera que fuere su grado de civilización, y recogía el meollo de las Instituciones Jurídicas comunes a todos ellos. Pero este Derecho especial seguía siendo tan romano como el viejo ius civilis. El ius ínter gentes, por el contrario, desde el poder normativo que Vitoria reconoció a la comunidad del género humano de darse sus propias leyes, iba a ser no sólo un Derecho intersocietario, por su fin, sino también por el origen y fundamento de sus normas; esto es, por el reconocimiento generalizado que de ellas hacen los mismos Estados obligados. Sus normas tienen como fin primordial la ordenación de las relaciones que esos entes políticos “soberanos” mantienen entre si en tanto que unidades de acción y decisión. Y, si bien el contenido tradicional del Derecho Internacional público, se aproxima más a la noción del ius ínter gentes que a la del ius gentium, es cierto que hoy, el Derecho Internacional moderno tiende a ser también un “common law of mankind” (Derecho común de la Humanidad).

El modo como el sistema jurídico internacional capta la realidad del Estado, es un tanto diferente a como lo hace el propio Derecho interno, público o privado de ese mismo Estado. En el Derecho privado civil el Estado puede aparecer como una persona jurídica, susceptible de adquirir, modificar, trasmitir o extinguir derechos y obligaciones. Puede ser igualmente persona de Derecho público (Derecho administrativo); y, finalmente, puede aparecer como poder soberano (Derecho constitucional). Para el Derecho Internacional, el Estado es una «unidad de poder y decisión soberana en cuanto no tiene otra autoridad instituida a la que esté sometido, pero limitado espacial y materialmente en cuanto obligado a convivir con otros entes políticos igualmente soberanos en un espacio cada vez más cerrado».

Esta exigencia está cargada de consecuencias. Soberanía implica igualdad y ello determina que el Derecho Internacional posea como un rasgo fundamental la condición de un Derecho de coordinación.

2.1.3. EXTENSIÓN DEL CONCEPTO ORIGINARIO

El contenido actual del Derecho Internacional Público  se reduce a estudiar las normas jurídicas que regulan relaciones entre estados soberanos. Dentro de las formas e instituciones del Derecho Internacional clásico había y sigue habiendo dos supuestos que ya entonces constituían excepción.

La Iglesia Católica o la Santa Sede son y han sido considerados sujetos de Derecho Internacional y las relaciones de los Estados con esta Institución como relaciones internacionales. Si en tiempos pasados, y en virtud del poder temporal de los Papas pudo éste aparecer en el plano internacional como soberano territorial, en pie de igualdad con los Estados, hoy es difícil atribuir tal condición al denominado “Estado de la Ciudad del Vaticano”. Los autores que nunca redujeron la personalidad jurídico internacional de la Iglesia Católica a la de los Estados Pontificios, se vieron en la necesidad de establecer una excepción expresa en su definición, en virtud de su concepción estricta del Derecho Internacional como Derecho interestatal.

Entre la diversidad de soberanías territoriales existen, por razones históricas y geoestratégicas, microestados; de éstos difícilmente se puede predicar la soberanía. Viven asociados a otro (San Marino) o a otros (Andorra respecto de España y Francia) con los que la relación no es de Derecho Internacional, aunque si lo sea en cambio respecto de terceros Estados. En su conjunto el status de estos pequeños Estados es estudiado tradicionalmente por el Derecho Internacional
Una segunda línea de excepción, lo constituye el Derecho Internacional de las organizaciones internacionales. Estas son o pueden ser sujetos de Derecho Internacional cuando tienen una voluntad jurídica propia, distinta de los Estados miembros. Dotadas de un poder normativo, crean en el ejercicio de esta potestad una situación semejante a la de los Estados, con ese “Derecho interno”, particular de cada organización internacional. Aunque hay sectores doctrinales que estiman que esta clase de relaciones no debe pertenecer al contenido del Derecho Internacional, sigue siendo ésta una opinión minoritaria. 

En todo caso, ninguno de estos nuevos sujetos del Derecho Internacional son soberanos, aunque sean independientes y, no lo son las relaciones que anudan con otros entes del orden jurídico internacional. Una razón primordial para considerar que esta nueva categoría de relaciones jurídicas pertenece al Derecho Internacional es que la base de todo ese Derecho está en la carta constitutiva de cada organización y ésta es un tratado internacional concluido entre Estados que con él dan nacimiento u origen a ese nuevo sujeto. Pero además, y primordialmente, porque el fenómeno de la organización internacional en el mundo moderno ha alcanzado tal importancia que si el conjunto de estas organizaciones desapareciera, la comunidad jurídica internacional y con ella su Derecho, serían otra cosa muy distinta.

2.1.4. EL CRITERIO DE LA VALIDEZ DE LAS NORMAS INTERNACIONALES

Caracteriza al orden jurídico internacional por el origen o fuente de validez de las normas internacionales. Es el punto de arranque de esa validez, la referencia que permitirá distinguir a una norma interna de una regla internacional, no su contenido, material penal o civil por ejemplo.

Esta posición no es extraña a la orientación dualista, pero es la propia de la Teoría Pura del Derecho. La Escuela kelseniana, que en virtud de su concepción formal del Derecho, no admite que pueda haber un criterio material, insiste en que es el origen, la fuente de validez, el criterio para encuadrar a una norma jurídica dentro de un sistema. Una norma es internacional porque ha sido creada a través de un procedimiento de creación normativa internacional. La razón de validez ha sido siempre aceptado en la Teoría general del Derecho como criterio fundamental en la caracterización de una norma jurídica. 

2.1.5. LA REGLA JURÍDICA INTERNACIONAL

La fijación del contenido y alcance de una regla internacional consuetudinaria tiene mucho que ver no sólo con la determinación de su contenido normativo, sino con el de su propia existencia o vigencia. De la regla jurídico internacional será establecer deberes u obligaciones “internacionales”. Un deber u obligación es «internacional» cuando el medio para exigir su cumplimiento o la sanción eventual prevista como reacción frente a la infracción del mandato contenido en la regla, sea de carácter o naturaleza internacional. Debemos reconocer que internacional es un concepto que se extrae por negación, puesto que se contrapone a lo meramente interno o estatal.

Prescindiendo de la dificultad que para la Teoría General del Derecho representa determinar en qué consiste la esencia de la obligación o deber jurídico, en el Derecho interno positivo encuentra una contestación fácil. De ordinario las normas jurídicas del Derecho interno estatal consisten en una prohibición, en un mandato o en una permisión. En el Derecho Internacional, la situación cambia un poco. La proximidad del Derecho Internacional a la política induce a una cierta confusión entre máximas políticos (balanza de poder, principio de autodeterminación de los pueblos, etc.) y reglas jurídicas. La ausencia de sanciones centralizadas para incumplimientos de deberes jurídicos es causa de esta confusión. La regla jurídico internacional está próxima a determinadas exigencias éticas de las que el  Tribunal Internacional de Justicia (TIJ) ha llegado a afirmar que son útiles como principios de moralización de este Derecho.

Pero dentro ya del ámbito netamente jurídico necesario es reconocer que en el Derecho Internacional se dan formas atenuadas de normatividad, en las que el contenido de la obligación internacional puede ser tan alambicado, como lo es por ejemplo el deber de un Estado de transmitir información sobre tal o cual materia a un organismo internacional. 

2.2. SOBERANÍA  

2.2.1. ANÁLIS HISTÓRICO FILOSÓFICO

El vocablo soberanía también ha jugado un importante papel en la Teoría Política y en la Doctrina del Derecho Internacional. Es por eso que el contenido de esta palabra ha sido oscurecido y deformado, por lo que puede entenderse de varios modos o admitir distintas interpretaciones y ser, por consiguiente, motivo de dudas, incertidumbre y confusión. El principal problema estriba en que habiendo tantas definiciones del término como hay autores, no hay acuerdo sobre cuál es el objeto buscado por este concepto en el Derecho Internacional. Una crítica científica de la soberanía debe exponer todas las definiciones de ese término y dirigir contra cada una de ellas las objeciones que procedieran
. 
Es preciso aclarar que no hay que confundir ni mezclar las consecuencias prácticas que resulten de esta crítica con lo que se concibe en la doctrina del Estado, en la del Derecho Constitucional o con lo que dispone realmente la Carta Magna. Estas consecuencias estrictamente servirán para alimentar la doctrina del Derecho Internacional, particularmente para aclarar el objeto buscado por el concepto de la soberanía dentro del mencionado Derecho.

En la Edad Media el príncipe era considerado el soberano ya que sus súbditos no podían apelar a una autoridad más alta. Es hasta el siglo XVI cuando se construye sistemáticamente el concepto de soberanía con base en la presencia del Estado moderno, centralizado y burocrático, en el cual tal fenómeno constituyó una característica esencial. Jorge Carpizo, al respecto, señala: “El Estado nació con una característica antes no conocida: la idea de la soberanía. La soberanía es el fruto de las luchas sostenidas por el rey francés contra el imperio, la Iglesia y los señores feudales; este nacimiento del Estado soberano ocurrió a finales de la alta Edad Media”
. En efecto, la presencia del Estado moderno dio nacimiento a una concepción nueva de ese poder, la cual surge con Jean Bodin en Les Six Libres de la République, París, 1576. Bodino, para designar ese fenómeno, dice: “La souveraineté est la puissance absolute et perpetuelle d´une République que les latins apellent maiestatem.” Libro I, Cap. 8. Así, para el pensador francés, soberanía es un poder absoluto y perpetuo. Por absoluto entendió la potestad de dictar y derogar las leyes, dejando claro que los príncipes están sujetos a las leyes comunes de todos los pueblos. El príncipe tiene el poder de dictar leyes civiles, nunca las divinas.  Entendió por perpetuo, el poder irrevocable, el poder por tiempo ilimitado.

Está claro que en la doctrina de Bodino no se piensa del soberano como un ente irresponsable, desligado de cualquier norma y arbitrario, sino en un príncipe que esté sujeto al Derecho, no sólo al que él hace, sino también a la ley divina, al Derecho Natural, y a las leyes fundamentales del reino. La soberanía no se concibió en una doctrina o en una teoría, sino que fue producto de la realidad. Se afirma que Bodino era un observador de los hechos. Esto último puede ser comprobado si se toma en cuenta que él fue el primero en aceptar que ya había una nota esencial nueva en la organización política: la idea de la supremacía del gobierno nacional o central sobre el sistema descentralizado feudal de la Edad Media; el criterio de que debe haber una única fuente de toda ley. 

La importancia de la teoría de Bodino radica en que ésta debe considerarse como aquél primer paso en la dirección de la autoridad central o nacional, trayendo el orden al caos medieval. “La soberanía, en él, es la fuerza de cohesión, de unión de la comunidad política, sin la cual ésta se dislocaría”.

Tres cuartos de siglo más tarde en el Leviathan, su autor escribe enfáticamente que el poder soberano debe ser tan grande como los hombres se lo imaginen.
 Y fue así como se extrajo el concepto de soberanía del campo de la teoría jurídica para introducirlo en la ciencia política.

Un acto derivado de esta tendencia fue la proclamación solemne de la soberanía nacional por los Estados Generales de Francia en 1789, que lejos de haber sido teoría, fue presente realidad.

Fueron los teóricos de la Revolución Francesa quienes identificaron a la soberanía con la voluntad del pueblo, fenómeno que hasta entonces parecía plástico y misterioso. La soberanía popular, que corriera con tanto éxito a lo largo del siglo XIX, que se constituyó en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que condujo a la forma de gobierno constitucional.

Hasta aquí la doctrina de la soberanía no había producido más daño que originar confusión alrededor del término. Antes de orientar el pensamiento político hacia una nueva teoría de la naturaleza del nuevo poder gobernador, cambió sólo al titular de esa facultad, y se asignó al pueblo el poder de dar la ley y derogarla. Aquel pueblo donde la minoría gobierna.

Al buscarse la glorificación del Estado por razones históricas o políticas, las doctrinas trasladaron la soberanía hacia ese sector para robustecer el concepto. Esto último concuerda con la teoría hegeliana de supremacía absoluta del Estado, esto es ese poder misterioso, la soberanía, se traslado al Estado mismo.

“Para Hegel, el Estado es la manifestación consciente de espíritu en el Mundo. Su fundamento es la razón absoluta, manifestándose, a sí misma como la voluntad del Estado, y por consecuencia, la voluntad del Estado es la absoluta soberanía, y es también la única fuente de toda validez legal”.

 Las teorías de Hegel condujeron al Rechstaat, es decir, al Estado de Derecho o Estado constitucional, pero también construyeron el camino ideal para formas estatales autoritarias e inhumanas, y a la vez aportaron posiciones para considerar el Derecho del Estado y el internacional como incompatibles.

Las posiciones hasta ahora examinadas tienen algo en común: estudian la soberanía desde el punto de vista interno del Estado, sin tomar en cuenta el Derecho Internacional. Esto se debe a que la doctrina de la soberanía fue desarrollada en su mayor parte por teóricos políticos que no estaban interesados en las relaciones entre los Estados. De tal suerte que aparece claro y deducible por qué la idea de la soberanía, tal como se expone en el Derecho Constitucional, no puede encontrar un lugar adecuado entre las concepciones internacionales. Tan diferentes son estos dos campos del Derecho constitucional y del internacional que sólo pueden resultar confusiones en el intento de emplear conceptos apropiados sólo para un campo en el otro.

2.2.2. CARACTERÍSTICAS DE LA SOBERANÍA
Dentro de ésta concepción tenemos que las diversas características de la soberanía, sistematizados por su esencia, tenemos las siguientes: 

	UNIDAD
	La soberanía no puede ser tal si no mantiene su unidad, ya que la dualidad o la multiplicidad no permitirían la existencia de ella. La unidad resulta por tanto de la conjunción de la autoridad en una jurisdicción territorial y la exclusiva competencia asignada.

	INDIVISIBILIDAD
	Supone integridad, la soberanía no admite su división, lo contrario implicaría el reconocimiento de varios poderes imposibles de conciliar 

	INALIENABILIDAD
	La autoridad suprema no puede ser transferida o enajenada.

	IMPRESCRIPTIBILIDAD
	No tiene un término de vigencia a través del tiempo, es indefinida, no prescribe por ninguna circunstancia.


La soberanía que es una e indivisible, puede ser contemplada desde dos ángulos o aspectos: el interno y el externo; ya Rousseau, Hegel y Jellinek se ocuparon de ellos.

“El aspecto interno implica que el pueblo se otorga su propio orden jurídico sin que nadie le señale como debe de ser éste; los hombres libres deciden su forma de gobierno y nombran a quienes van a dirigir los órganos de la estructura política de acuerdo con la leyes, que son la expresión de la voluntad popular. Sí el aspecto interno consiste en la facultad exclusiva de un pueblo de dictar, aplicar y hacer cumplir las leyes.

El aspecto externo implica la libertad de todas las naciones, la igualdad entre todos los pueblos, significa que un pueblo independiente y supremo se presenta en el consorcio universal de naciones, entra en relaciones con sus pares; es el mismo principio que rige la vida interna de la nación, sólo que proyectado hacia afuera del Estado” señala que la noción de supremacía es la nota característica de la soberanía interior; es entonces un superlativo; en cambio, la soberanía exterior es un comparativo de igualdad.

Efectivamente, parece que la dificultad mayor consiste en pretender trasplantar, al orden jurídico internacional, un concepto que pertenece por entero a la teoría política del Estado. Entonces, y supuesto que la noción implícita primariamente en “soberanía” es superioridad, y que sólo podría ser una noción apropiada cuando se analiza la vida interna del Estado y no cuando se examinan las relaciones de Estado a Estado, puede pretenderse que el concepto “soberanía” sea reemplazado, en el marco de las relaciones internacionales, por una noción más exacta, o bien, puede optarse por proporcionarle un contenido adecuado al vocablo, que vaya de acuerdo con el progreso actual de la doctrina internacional. Aunque esto último es lo difícil, vale la pena intentar hacerlo”.

2.2.3. NUEVA CONCEPCIÓN DE SOBERANÍA
Entre los autores que han preferido sustituir el concepto de soberanía por una noción más exacta se encuentra Rousseau, que propone su reemplazo por los conceptos de auto-gobierno, capacidad de acción y libertad de conducta, es decir, por los efectos más perceptibles de la soberanía. Del mismo modo Rousseau intenta que sea substituida por independencia, entendiendo con ello la exclusividad de la competencia y la autonomía y plenitud de la misma como los tres elementos que integran la independencia.

Pero, en realidad, con esta retirada no se obtiene éxito. Para llegar a reconciliar la existencia de un Estado soberano con la presencia de un Derecho Internacional que regule las relaciones entre Estados es preciso que se le dé un contenido adecuado a la soberanía del Estado. Ello se logra con una implicación a la idea de comunidad internacional y a la función que desarrolla el Estado en esa comunidad. Esto último ya lo ha obtenido Heller, quien afirma que la eficiencia del Derecho Internacional está fundada en la voluntad común de los Estados y en la validez de los principios ético-jurídicos. Los Estados actualizan o positivizan los principios jurídicos, los cuales, en su conjunto, forman los preceptos de Derecho Internacional. Y son los sujetos de este orden jurídico, libres, soberanos y jurídicamente iguales, los que formulan el Derecho Internacional. 
Como todo Derecho, el internacional es producto de una comunidad de cultura e intereses que ningún político puede crear de manera  artificial. Soberanía, entonces, es la capacidad de positivizar los preceptos supremos obligatorios para la comunidad. Su esencia es, en suma, el plasmar en normas positivas –en el interior del Estado- de principios o preceptos jurídicos supremos determinantes de la comunidad. 
Sepulveda, al respecto señala que “Solamente, pues, en un concepto funcional de la soberanía es posible encontrar la solución al problema, no en la concepción estática de la soberanía como adorno del Estado, o como esencia del poder. Así, deja de ser un concepto metafísico y de misteriosa esencia y se convierte en una realidad dinámica”.
 Con esto se destruye la concepción de que la soberanía es algo inherente a la naturaleza de los Estados que hace imposible que estén sujetos al Derecho. Y así, también, sique afirmando el profesor, se concibe al Derecho Internacional como orden jurídico de entes soberanos a los que obliga. 

Son pues, en términos del mencionado autor, las notas modernas de la soberanía del Estado, la capacidad de crear y de actualizar el Derecho, tanto el interno como el internacional, pero obligación de actuar conforme al Derecho y responsabilidad por esa conducta.

Para exponer las consecuencias practicas de la soberanía, Sepulveda explica que en la teoría política del Estado, el concepto de soberanía significa omnipotencia. Pero esta noción cambia cuando cada una de estas entidades omnipotentes en lo interior entra en coexistencia con otras entidades semejantes, pues ninguna de ellas puede tener supremacía sobre las otras. Cada una, rehusa reconocer la autoridad superior de cualquier autoridad externa. Empero, todas ellas están dispuestas a aceptar pretensiones de otras entidades a una posición similar, sobre bases de una cierta reciprocidad. “Todo elllo se traduce en unos cuantos principios fundamentales, que se enunciarán brevemente y que explican la convivencia de seres independientes y soberanos:

· Aún sin su consentimiento, los sujetos del Derecho Internacional están obligados por las normas del Derecho de gentes consuetudinario que le resulten aplicables y por los principios generales de Derecho reconocidos por las naciones civilizadas;

· Pueden imponerse a un sujeto del orden legal internacional, obligaciones internacionales adicionales sólo con su consentimiento;

· El ejercicio de la jurisdicción territorial es exclusivo para cada Estado, a menos de que estuviere limitado o exceptuado por normas de Derecho Internacional;

· En ciertos y especiales casos, los sujetos de Derecho Internacional pueden pretender jurisdicción sobre cosas o personas afuera de su jurisdicción territorial, y

· A menos que existan reglas que lo permitan, la intervención de un sujeto de Derecho Internacional en la esfera de la exclusiva jurisdicción doméstica de otro sujeto constituye una ruptura del orden jurídico internacional.

2.2.4. EL PRINCIPIO DE IGUALDAD SOBERANA DE TODOS LOS ESTADOS 
La igualdad de los Estados sigue siendo uno de los elementos estructurales de la sociedad internacional que consagra la Carta de las Naciones Unidas. Este principio formal se establece en función de la cualidad que todos tienen de ser “soberanos”, con abstracción de sus condiciones históricas, grado de desarrollo cultura, etc. El Derecho Internacional tanto el consuetudinario general como el de las organizaciones internacionales lo recoge en multitud de reglas. Pero la realidad política es muy otra; en la sociedad internacional ha habido siempre Estados mucho mejor dotados para un ejercicio prepotente del poder. La Soberanía existe para el Estado fuerte o cuando hay un medio jurídico eficaz y ágil.

Si bien en la comunidad internacional se manifiesta que todos los estados son iguales entre sí por la sóla independencia y soberanía -similar a lo que ocurre en una sociedad cooperativa donde no interesa la cantidad de acciones o de capital invertido en dicha sociedad que el voto el igualitario y paritario- vale decir cada ente tiene derecho a un voto; la realidad nos muestra otro aspecto que desmiente éste postulado,  pues la sociedad de naciones se mueve en función de coyunturas políticas y económicas. Quizas el criterio inicial de Un Estado = Un voto, es el más aconsejable, pero no es el más real, otros criterios para determinar la cantidad de votos no deben ser admitidos.    
2.3. LA INTEGRACIÓN

2.3.1. CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS
Ahora, corresponde mencionar lo que entendemos por Integración y para ello recurriremos a algunos conceptos.

El Dr. Félix Peña,  uruguayo, entiende por Integración: "Al conjunto de naciones soberanas que deciden trabajar juntos, aliarse consensuadamente, porque quieren, a fin de alcanzar objetivos comunes en función de intereses comunes, con técnicas y mecanismos diferentes, pactando instituciones, reglas y disciplinas comunes y que deseen mantener un grado de ejercicio unilateral de su soberanía".

Edgar Camacho Omiste, por su parte señala:  "La Integración constituye un instrumento mediante el cual se procura alcanzar la unidad de varios Estados con objetivos exclusivamente económicos ...”

El Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en algunos estudios sobre el tema menciona: "La integración propiamente dicha es el estatus jurídico en el cual los Estados entregan algunas de sus prerrogativas soberanas, con el fin de constituir un área dentro la cual circulen libremente y reciban el mismo trato, las personas, los bienes, los servicios y los capitales, mediante la harmonización de las políticas correspondientes y bajo una égida supranacional...”

De lo mencionado precedentemente, pueden extraerse los principales elementos que hacen a un proceso de integración: 
1. La integración supone la eliminación de las barreras económicas que interfieren el libre movimiento de bienes, personas, servicios y capitales, o sea esa eliminación permite la libre circulación de los factores de producción. 

2. Para permitir la indicada libre circulación, que supone la integración, es necesario armonizar las políticas nacionales, particularmente en lo que se refiere a las políticas económicas.
3. Para que los dos elementos indicados anteriormente puedan operar, es necesario la transferencia de las competencias estatales, en aquellas materias propias de la integración, a un organismo o sistema institucional comunitario, que se encarga de aplicar las medidas necesarias a fin de encaminar la unificación de las economías, dentro de los parámetros definidos por el o los Tratados de constitución, pero no sólo encaminar sino también orientar y regular las relaciones de los Países Miembros de un proceso de integración. 

Por ende resaltamos que uno de los componentes principales de la integración es la unificación de las economías de los países miembros, entre sus estructuras,  grupos sociales y políticos. Que con el transcurso del tiempo ha generado la norma jurídica primaria, llamada luego Derecho Comunitario (principalmente en Europa), norma jurídica decía, que se convierte en un componente primordial de los procesos de integración, aunque por cierto no siempre mencionado, tal como veremos más adelante, pero que sí es importante  por cuanto la integración trae consigo también ciertas problemáticas económicas, sociales o laborales que el Derecho Comunitario debe solucionarlos, tratando de evitar la confrontación de intereses que vayan en desmedro de la unión de los pueblos.
2.3.2. ASPECTOS DE LA INTEGRACION. 

Según Johan Galtung
 , la idea de integración en cuanto a sus aspectos, puede ser de tres formas distintas, las que implican subclases, pero que se encuentran invariablemente relacionadas entre sí: 

a) Integración valorativa: 

· Modelo igualitario: Los actores tienen intereses coincidentes. No existe prevalencia entre los actores. 

· Modelo jerárquico: Los actores son ordenados o estratificados, y los conflictos son resueltos de acuerdo con el principio de que el actor de mayor rango, prevalece sobre los actores de menor rango.

b) Integración como integración de actores: 

· Modelo de similitud: La integración se da como un proceso de similitud entre los actores. Similitud de valores; de composición demográfica; de estructura económica; de estructura política, etc. 

· Modelo de interdependencia: Los actores se acoplan en niveles de interés, estableciendo una interdependencia cultural, económica, política, etc.

c) Integración como un intercambio entre las partes y el todo: 

· Modelo de lealtad: El todo integrado se encuentra sostenido por las partes que lo componen (v. gr. un organismo internacional). 

· Modelo de asignación: El todo existe y continúa, si tiene algo que ofrecer a las partes componentes. Protección, bienes, servicios, información, etc. (v. gr. un organismo internacional financiero).

Ninguna de estas situaciones se da en forma pura en la realidad. Todas se corresponden en forma de retroalimentación, positiva o negativa. En una situación de interdependencia generalmente hay un elemento de estratificación o jerarquía. En una situación de similitud prevalecerá la idea de lealtad en base a una ideología; etc.

2.3.3. NIVELES DE INTEGRACIÓN

La integración es también un proceso de desarrollo y se encuentra acompañado de medidas dirigidas a abolir la discriminación entre unidades económicas pertenecientes a diferentes naciones, pero además implica fundamentalmente una situación de negocios que adopta varias formas o niveles de integración que son:
	Nivel de Integración
	Eliminación de aranceles aduaneros
	Arancel Externo Común
	Política Comerciales Comunes
	Políticas Económicas Comunes
	Políticas Globales Comunes
 

	Zona de Libre Comercio
	
	 
	 
	 
	 

	Unión Aduanera
	
	
	 
	 
	 

	Mercado Común
	
	
	
	 
	 

	Unión Económica
	
	
	
	
	 

	Integración Global
	
	
	
	
	


Fuente: Elaboración propia

EJEMPLOS CARACTERISTICOS DE NIVELES INTEGRATIVOS

	Nivel de Integración
	Eliminación de aranceles aduaneros
	Arancel Externo Común
	Política Comerciales Comunes
	Políticas Económicas Comunes
	Políticas Globales Comunes 


	Zona de Libre Comercio
	ALALC-ALADI 

CARIFTA Nafta/TLC 

ALCA (Implementación 2005) 

G3 (Grupo de los 3: México, Colombia, Venezuela)
	 
	 
	 
	 

	Unión Aduanera
	 
	Pacto Andino 

MERCOSUR (imperfecta)
	 
	 
	 

	Mercado Común
	 
	 
	Mercado Común Centroamericano (MCCA) 

CARICOM (Mercado Común del Caribe)
	 
	 

	Unión Económica
	 
	 
	 
	Comunidad Económica Europea (CEE)
	 

	Integración Global
	 
	 
	 
	 
	Unión Europea (UE)


Fuente: Elaboración Propia

2.3.4. INSTRUMENTOS RELATIVOS A LAS RELACIONES COMERCIALES 

Todo proceso de integración requiere también de mecanismos e instrumentos para  viabilizar su accionar, tales como:

	Tarifa o Arancel Aduanero: 


	Instrumento jurídico que contiene el listado de todos los productos que importa o exporta un país en el cual se hallan sus respectivos impuestos o tasas que se aplican a cada uno de esos productos. Los impuestos o tasas que aplican los estados representan una forma de regulación de las importaciones y las exportaciones. Dicho instrumento está respaldado por su respectiva disposición legal que lo pone en vigencia.

	Nomenclatura Arancelaria


	Es la secuencia numérica acompañada de su respectiva descripción de todos productos sujetos a gravamen. Es a través de esta descripción que se identifica el producto; constituye un mecanismo que facilita la descripción de los productos y permite uniformizar el lenguaje en la materia.    

	Área de Preferencia Arancelaria: 
	Ámbito territorial entre dos o más países en el cual se aplica un tratamiento especial de rebajas o supresión de tarifas aduaneras respecto al que se otorga a terceros países.

	Barrera Arancelaria: 


	Nivel de tasas arancelarias que por su magnitud hacen prohibitiva la exportación o importación de un determinado producto, constituyéndose así en una verdadera barrera para la comercialización de los mismos.

	Barrera Para - Arancelaria

	Conjunto de medidas o restricciones que no son de tipo arancelario pero que tienden a restringir o suprimir el comercio de mercancías o la libre circulación de ellas. Ejemplos: cupos, impuestos internos, restricciones administrativas, medidas fitosanitarias, zoosanitarias, control de calidad, unidad, peso, medida, embalaje, normas iso,  etc.

	Arancel Externo Común: 


	Nivel arancelario respecto de terceros países no comprendidos en un esquema de integración. Pueden tener varios niveles de acuerdo al tipo de productos que se quiera desarrollar o proteger: nivel bajo para productos primarios y nivel alto para productos industriales.

	Arancel Externo Mínimo Común:


	Nivel arancelario que un determinado grupo de países, que forman parte de un acuerdo de integración, decide imponer a las importaciones de terceros países (aquellos que no forman parte del acuerdo de integración), con carácter temporal y tienen más bien un carácter protector a los productos de su industria nacional.

	Normas de origen:


	Desgravación según porcentaje de materia prima nacional, insumos o valor agregado, que forma parte de un producto. Todo acuerdo de integración establece desgravaciones para productos que se consideran originarios de los países contratantes y se establecen según certificados de origen. De manera general, los acuerdos de integración establecen desgravaciones para productos que se consideran originarios de las partes contratantes; para asegurarse de ello se establecen normas de origen que son acreditadas mediante certificados de origen.



2.4. EL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO Y LOS DERECHOS INTERNOS

Según el Derecho Internacional, cada Estado genera con potestad soberana su orden jurídico interno y participa con los demás Estados, en una relación de igualdad jurídica, en la elaboración de un tratado de integración. De la coexistencia de estos sistemas jurídicos, el uno internacional y los demás de Derecho interno, surgen problemas que hacen a su relación.

El primero de estos problemas consiste en determinar si los tratados internacionales de integración son de aplicación directa en el ámbito interno de los Estados o si es necesaria una norma del Derecho nacional que los integre a este sistema jurídico? El segundo problema -dada ya por supuesta la integración del tratado respectivo en el Derecho interno- radica en establecer su relación jerárquica con las normas del Derecho nacional.

Ambas interrogantes, es decir la aplicación directa y la jerarquía, han sido encarados de manera distinta, por la doctrina, la práctica internacional y los distintos Derechos internos, a saber:

2.4.1. LA DOCTRINA 

Enfoca las relaciones entre el Derecho Internacional y el Derecho interno desde dos posiciones antagónicas: la teoría monista y la teoría dualista. 
 2.4.1.1. La Teoría Monista

Bajo el presupuesto de la unidad del Derecho, propone la existencia de dos subsistemas jurídicos relacionados jerárquicamente, es decir que las normas se hallan subordinadas unas a otras, formando un solo ordenamiento jurídico; ello excluye la posibilidad de plantearse el problema de la aplicación directa ya que el Derecho Internacional integraría el orden jurídico de los Estados.

En esta teoría "existe el principio de la subordinación, entendido como el sometimiento de todas las normas jurídicas a un orden cualitativo". Su principal exponente fue Kelsen
.

2.4.1.2. La teoría dualista.- 

Con sus exponentes TRIEPEL y ANZILOTTI, propone la coexistencia de dos órdenes jurídicos independientes, es decir el interno y el internacional, los que por ende son distintos el uno del otro y en definitiva no son coincidentes entre sí. Tanto el Derecho Internacional como el Derecho interno tienen su propio ámbito de validez y su propio campo de acción.

2.4.2. LA PRÁCTICA INTERNACIONAL

Señala que el Derecho Internacional no regula en forma directa la manera en que sus normas se integren en los distintos Derechos internos. Esto implica que al Derecho Internacional le importa el resultado, razón por la cual la Corte Permanente de Justicia Internacional, ha establecido la supremacía del Derecho Internacional sea en un sistema jurídico independiente o bajo un sistema jerarquizado. primacia que se encuentra expresada en: Sentencia Costa-Enel. Asunto 6/64  15/07/1964, Costa/ E.N.E.L; Sentencia Simmenthal. Asunto  70/78  28/06/1978, Simmenthal SA / Amministrazione delle finanze dello Statu; CEE contra ITALIA. Asunto 104/86   24/03/1988, Comisión / Italia que establecen dicha preminencia del Derecho Comunitario.

2.4.3. EL ENFOQUE INTERNO

Finalmente desde este punto de vista, los Estados pueden disponer la directa aplicación de las normas internacionales o bien establecer que estas normas deben ser incorporadas a través de disposiciones de Derecho interno que operen la transformación de las normas internacionales en normas internas.

2.5. TEORÍAS PARA DETERMINAR LA EJECUCIÓN DE UNA NORMA INTERNACIONAL

A mayor abundamiento podemos indicar que tanto el monismo como el dualismo tienen en común el problema de la ejecutoriedad por los órganos administrativos y judiciales internos de las normas internacionales, en especial de aquellas derivadas de los Tratados es, por ello que, para "promover la ejecución de la norma internacional en el orden jurídico interno, es necesario declararla válida y aplicable: Para eso existen diferentes técnicas jurídicas que normalmente están consagradas en las Constituciones nacionales" 
 

Dentro de estas teorías jurídicas podemos mencionar las más utilizadas:

2.5.1. TEORÍA DE LA ADOPCIÓN
Consiste en que las normas del Derecho Internacional se ejecutan a través de su incorporación al orden jurídico interno, manteniendo su carácter internacional y sin transformarse en norma nacional. Significa esto que un Tratado produce efectos tanto en el orden internacional como directamente en el orden nacional.

El inicio de su vigencia, forma de ejecución, interpretación y término son reguladas por el Derecho Internacional y no por el nacional. La extinción de un Tratado produce efectos tanto en el orden internacional como también en el orden interno.

En cuanto al status jerárquico de las normas internacionales incorporadas al Derecho interno de cada país, dependen de lo dispuesto por cada Constitución nacional y un ejemplo de lo mencionado es la Constitución de los Países Bajos que en su artículo 94 dispone: "En el interior del Reino no serán de aplicación normas jurídicas válidas, cuando su utilización no fuera compatible con disposiciones generales de Tratados y resoluciones de las Organizaciones Internacionales".

2. 5. 2. TEORÍA DE LA TRANSFORMACIÓN
Consiste en que las normas de Derecho Internacional tienen validez en el orden jurídico interno, cuando se convierten en normas nacionales. Normalmente el agente transformador es el Poder Legislativo de cada Estado, en este punto Bolivia se adscribe a esta teoría, puesto que de la lectura del art. 96 de la C.P.E.  se establece que el poder legislativo es quien determina la ratificatoria y puesta en marcha del tratado suscrito a través de una disposición ratificatoria del Tratado firmado. Se diferencia de la Teoría de adopción, porque el inicio, el término de validez, ejecución e interpretación son reguladas por el Derecho nacional. La extinción de un Tratado no produce efectos inmediatos en el orden jurídico interno. Lo mismo que en la anterior teoría las Constituciones Nacionales determinar el status jerárquico del Tratado incorporado.

CAPÍTULO III

MARCO LEGAL 
3.1. DERECHO DE LOS TRATADOS 

3.1.1. CONCEPTO

Aunque se diferencian entre sí por su título, todos los instrumentos tienen características comunes y el Derecho Internacional aplica, básicamente, las mismas reglas a todos. Dichas reglas resultan de una larga práctica observada entre los Estados, que las han aceptado como normas vinculantes en sus relaciones con los demás estados; es por ese motivo que esas reglas son consideradas normas de Derecho Internacional Público consuetudinario. Para responder al deseo generalizado de codificar dichas normas consuetudinarias, se concertaron dos convenciones. La primera fue la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 ("Convención de Viena de 1969"), que entró en vigor el 27 de enero de 1980 y que contiene las reglas para los tratados celebrados entre estados. La segunda fue la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales de 1986 ("Convención de Viena de 1986"), que aún no entró en vigor; introdujo reglas adicionales para los tratados concertados con organizaciones internacionales como partes. Ni la Convención de Viena de 1969 ni la Convención de Viena de 1986 hacen distinción entre las diversas designaciones de los instrumentos. En vez de ello, sus reglas se aplican a todos esos instrumentos a condición de que satisfagan ciertos requisitos comunes. 

Por tanto podemos decir que el Derecho de los Tratados es el conjunto de normas establecidas por la convención de Viena (CV) relativos a los instrumentos  celebrados entre Estados y Organizaciones Internacionales.

3.1.2. EL TRATADO INTERNACIONAL

a) Noción

El tratado internacional es a la vez manifestación de la independencia originaria de los Estados, como expresión de ese resultado de quedar obligados. Sin duda alguna, toda convención, al generar una obligación de esta naturaleza introduce una restricción en el ejercicio de Derechos soberanos del Estado. Pero la facultad de contraer tales compromisos internacionales es precisamente un atributo de la soberanía del Estado.

Las limitaciones a la libertad de un Estado por efecto de tratados no le afectan a su independencia mientras éstos no le despojen de sus poderes orgánicos y no le coloquen bajo la dependencia jurídica de otro Estado o de alguna institución supranacional. Uno de los criterios que mejor refleja la igualdad contractual de los Estados es la equivalencia de las prestaciones y contraprestaciones estipuladas en él.

La teoría del acuerdo internacional se mueve constantemente entre dos coordenadas: el acto negocial por el que dos o más Estados o, sujetos del Derecho Internacional disponen y ordenan sus respectivos Derechos y deberes, y el acto normativo por el que esos mismos sujetos crean normas que les obligan. En lo primero el acuerdo se aproxima al contrato del Derecho privado interno estatal con su estructura fundamentalmente sinalagmática. En lo segundo, en tanto que norma escrita y creada de modo reflexivo, el acuerdo internacional hace función de ley. De aquí que el régimen y efectos de estos actos consensuales, vayan más allá del ámbito de disposición jurídica de los sujetos que participan directamente en su creación.

La teoría de Triepel, fundada en la distinción que antes hiciera Bergbohm entre actos consensuales normativos (convención) y actos meramente generadores de Derechos y deberes subjetivos (contrato) no explicaba el origen y fundamento del Derecho Internacional, si, en cambio, apunta a dos tipos ideales de normas convencionales internacionales mezcladas indistintamente en los acuerdos internacionales. En una opinión individual el juez Max Haber hacia observar en los tiempos de la Sociedad de las Naciones que, según el régimen de esta ciudad (Dantzig), establecido por el Tratado de Paz de Versalles con entera independencia de la voluntad de los directamente interesados (Sociedad de las Naciones, Polonia y Dantzig), y en la medida en que cada uno de estos tres sujetos tenía la condición de titular de Derechos subjetivos, debía considerárseles facultados a hacer o no uso de tales Derechos.

Sobre los elementos que utiliza el art. 2 de la Convención de Viena, la doctrina, tiene hoy la siguiente definición del acuerdo internacional: Acto jurídico consensual concertado por sujetos de Derecho Internacional y sometido por ellos a este Derecho.

La condición de acto jurídico consensual distingue al tratado internacional de la categoría de los actos unilaterales internacionales, hoy todavía poco importante. Pero, marca bien que la esencia del acuerdo es el juego y coincidencia de voluntades por los que dos o más sujetos de Derecho Internacional expresan su voluntad de obligarse. Incluye, tanto al acuerdo bilateral como al multilateral. 

El ser las partes intervinientes sujetos de Derecho Internacional es ya un indicio y lo es aún más el contenido u objeto material del tratado; pero a efectos de su caracterización como acuerdo internacional es que las partes lo hayan querido colocar bajo el imperio de las reglas internacionales. El principio de la autonomía es aquí determinante. Si en el Derecho contractual interno la libertad de los contratantes debe ser entendida siempre «dentro del margen de libertad que las leyes conceden», en el Derecho Internacional esta limitación no existe. Los Estados son libres para situar su acuerdo dentro o fuera del Derecho Internacional común. Más aún, como nos lo indica el nº 2 del art. 38 del Estatuto del TIJ (Tribunal Permanente de Justicia Internacional), tienen libertad para excluir la aplicación de reglas internacionales en la solución a dar a un asunto litigioso planteado ante el TIJ.

La determinación de que se trata de acuerdo concertado entre sujetos de Derecho Internacional exige un comentario mayor puesto que afecta al problema de la capacidad.

b) Capacidad para concertar acuerdos internacionales

La exigencia de que sean sujetos de Derecho Internacional las partes que intervienen en un tratado internacional es un criterio de exclusión pero no de afirmación en el sentido de que sólo hay tratado si los contratantes son sujetos de este Derecho. La condición de sujeto del Derecho Internacional no implica necesariamente capacidad para concertar tratados internacionales.

Por otra parte, la capacidad de las organizaciones para celebrar acuerdos internacionales no está exenta de dificultades. Carecen éstas de competencia originaria y el criterio de referencia para determinarla no son las normas generales del Derecho Internacional, sino el particular de sus respectivas cartas constitutivas. El art. 6 de la citada Convención de Viena dice lapidariamente: “Todo Estado tiene capacidad para celebrar tratados internacionales”. Con ello deja abierto el problema de la regulación de la capacidad de las organizaciones internacionales, de las que la CV de 1969 no trata. Pero, en su concisión, el citado texto está lejos de ser un texto pacifico.

Cierra, una etapa superada del Derecho Internacional en la que situaciones coloniales, como por ejemplo el protectorado, afectaban a la capacidad de contratación internacional del Estado protegido. Pero, margina los problemas espinosos que plantea hoy la regulación del ius contrahendi
 en el Derecho Internacional: el de los Estados de estructura compleja, el que se refiere al de la capacidad de contratación en las organizaciones internacionales de integración, así como la de los entes (movimientos secesionistas en conflictos internos de Estados constituidos) con pretensión de constituirse un día en Estados.

En primer lugar, como lo muestra el proceso de integración europea, éste afecta a la capacidad de contratación de los Estados que forman esa unión. El afianzamiento de la personalidad internacional de las instituciones comunitarias se hace a costa de la capacidad de los Estados miembros. Este proceso afecta igualmente a las relaciones de los terceros Estados con cada uno de los Estados integrados, así como con la Comunidad representada por las instituciones comunitarias.

En los Estados de estructura compleja y, en virtud de la distribución interna de competencias, las relaciones exteriores y, por consiguiente, el poder de contratación internacional corresponde al Estado central. La capacidad de contratación internacional de los Estados miembros se funda en el Derecho constitucional interno de cada uno de ellos. Ahora bien, el principio de efectividad juega aquí un gran papel. No la constitución formal, sino la realmente practicada es la que define en el plano internacional la facultad de contratación de los sujetos.

De este modo, se introducen determinadas pretensiones separatistas o autonomistas pugnando por adquirir un nivel de autonomía que la Constitución les negó. El ejercicio de tales competencias en el plano internacional les llevaría al reconocimiento por el Derecho Internacional de unas competencias de las que carecen.

Si en las elaboraciones doctrinales la capacidad de obrar y, en concreto, de concertar acuerdos internacionales se presenta como corolario de la personalidad, cabe también el planteamiento contrario, la personalidad jurídico internacional se afianza y consolida por el ejercicio de esa competencia.

c) Ausencia de forma

El acuerdo internacional carece de formas preestablecidas. Las que hoy el Derecho Internacional general conoce, no son ad validitatem, sino ad solemnitatem. 

En referencia a nuestro Derecho histórico, podemos decir, reproduciendo la vieja fórmula del Ordenamiento de Alcalá, que también en el sistema jurídico internacional “de cualquiera manera que los Estados quisieren obligarse, quedan obligados”. El art. 2 de la CV exige la forma escrita, pero sólo a efectos de aplicación de las normas que dicha Convención establece, puesto que seria impensable aplicar el régimen de reservas o de depósito a tratados internacionales concluidos en forma verbal. Pero, en cambio, el Derecho constitucional interno de los Estados contratantes puede exigir determinadas formas en los acuerdos o, al menos, impedir la eficacia interna total o parcial de aquellos que no hubieren sido concertados en la forma establecida.

No es tampoco determinante la terminología utilizada: acuerdo, tratado, convenio, convención, declaración, etc. Desde el punto de vista del carácter obligatorio de los compromisos internacionales, se sabe que éstos pueden ser adoptados en la forma de alianzas, de convenios, de declaraciones, de protocolos. La práctica de los Estados así como de las organizaciones internacionales han seguido usos muy diversos y se ha reconocido carácter de disposiciones convencionales a numerosas clases de actos diferentes. Para mayor ahondamiento, se desglosa las características de cada uno de esos instrumentos de acuerdo a la clasificación de la ONU, en el anexo D del presente informe. 
3.1.3  LA GESTIÓN DE LOS TRATADOS 
Normalmente un tratado recorre las siguientes etapas: 
1) Negociación (P.Ejecutivo); 
2) Firma (P.Ejecutivo); 
3) Aprobación o rechazo (Congreso); Ratificación  (P.Ejecutivo). Una etapa no obliga a cumplir la siguiente.

Existen otras modalidades: Hay tratados a los que un Estado se puede “adherir”, sin haberlo negociado o firmado. El Estado adherente se incorpora al tratado negociado y firmado por otros Estados. La adhesión es una figura frecuente en tratados cuyos Estados signatarios los dejan “abiertos” para que otros Estados se incorporen a ellos posteriormente.

El acto de celebración de un tratado requiere la concurrencia de voluntades de dos órganos: Presidente y Congreso. Tanto el acto presidencial por el que se concluye y suscribe un tratado, como el acto del Congreso por el que se aprueba un tratado concluido (o lo desecha), son actos de naturaleza o contenidos políticos.

3.1.4. CLASIFICACIÓN DE LOS TRATADOS
Es ajena al Derecho Internacional la idea misma de las categorías normativas en los actos convencionales. Esos diferentes nombres a los que hemos aludido no tienen tampoco un contenido preciso normativo, si bien en el moderno Derecho Internacional se perfilan, distintas clases de acuerdos. Los criterios doctrinales más utilizados a efectos de clasificación son éstos: el número de participantes, los modos o formas de conclusión, el objeto material de sus normas. Es posible también la combinación de unos con otros
. Dicha clasificación la presentamos esquematizada en la siguiente página.

	CLASIFICACIÓN DE LOS TRATADOS

	Con respecto al número de Estados participantes
	· Bilaterales: son los que ligan a dos sujetos de derecho internacional.

· Multilaterales: son los concluidos entre más de dos sujetos de derecho internacionales.

	Con respecto a las formas de dar consentimiento para obligarse
	· De debida forma: son aquellos en los que la voluntad de obligarse se expresa por un acto del jefe de Estado.

· De forma simplificada: son aquellos en los que obliga al Estado un funcionario de categoría inferior al jefe de estado, mediante la sola firma.

	Con respecto al objeto del Tratado
	· Tratados de paz

· Tratados de extradición

· Tratados culturales

· Tratados fiscales

· Tratados sociales
	· Tratados económicos

· Tratados consulares

· Tratados de amistad

· Tratados de navegación

· Tratados de tráfico aéreo

	Con respecto al tipo de obligaciones que crea la doctrina
	· Tratados ley: son aquellos en los que existen dos o más voluntades comunes con un mismo objeto.

· Tratados contrato: son aquellos en los que existen dos voluntades opuestas pero complementarias, una quiere vender una cosa mientras que la otra quiere comprar la misma cosa.

	Con respecto al criterio para su participación
	· Tratados abiertos: son aquellos tratados que prevén la participación de contratantes que no han participado en la negociación, mediante la adhesión o la firma. Este punto ha sido mencionado anteriormente en la gestión de los tratados.

· Tratados cerrados: son aquellos que permiten exclusivamente la participación de los negociadores y no prevén la incorporación de nuevos contratantes.  


Cuadro: Elaboración Propia 
3.2 LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO, SUS REFORMAS Y CONTENIDO SOBRE EL DERECHO INTERNACIONAL Y LA INTEGRACIÓN

3.2.1.  ASPECTOS GENERALES

Toda Constitución Política, Carta Magna o Ley Fundamental de un Estado debe contener los rasgos generales y objetivos básicos en los que se sustenta una determinada Nación; partiendo de esta premisa, realizaremos una análisis de la Constitución Política del Estado boliviano en el contexto del Derecho Internacional para referirnos luego a las políticas de integración en relación al Derecho Comunitario.

3.2.2. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 1826

El auge independentista latinoamericano y la necesidad de reconocimiento mundial como nuevo Estado, permitieron la introducción en la primera Constitución de la nueva "República Bolívar", tal como originalmente se la denominó, normas que establecían la competencia de determinada autoridad para la suscripción y posterior ratificación de tratados con países extranjeros.

Previamente cabe señalar que antes de esta primera Constitución, se promulgó la Ley Reglamentaria Provisional de 19 de junio de 1826 sobre el tratamiento, atribuciones y restricciones y sueldos del Poder Ejecutivo, la que en su Art. 8, dentro de las atribuciones del Presidente de la República, señalaba: "Celebrará los tratados de paz, alianza, amistad, treguas, neutralidad, comercio y cualesquiera otros, con todos los gobiernos extranjeros; pero no prestará la ratificación sino después que el Congreso los haya aprobado".

Esta ley fue posteriormente derogada por la Constitución Bolivariana sancionada  en Chuquisaca en 6 de noviembre de 1826 y promulgada el 19 del mismo mes por el Mariscal Antonio José de Sucre y que, sobre la política exterior, en su artículo 83 de las atribuciones del Presidente de la República, decía:

5) "Autorizar los reglamentos y órdenes para el mejor cumplimiento de la constitución, las leyes y los tratados públicos...".

21) "Dirigir las negociaciones diplomáticas y celebrar tratados de paz, amistad, federación, alianzas, treguas, neutralidad, armada, y cualesquiera otros, debiendo proceder siempre la aprobación del cuerpo legislativo".

3.2.3. CONSTITUCIONES POSTERIORES

Las Constituciones Políticas del Estado, a partir de la de 1826 y las siguientes de 1834, 1839, 1843, 1851, 1861, 1868 y 1871, mantienen la misma potestad para el Presidente de la República sobre la política exterior, debiendo contar su actuación con la aprobación legislativa.

Las Constituciones de 1878, 1880, 1938, 1945 y 1947 cambian de redacción y autorizan al Presidente de la República: "Negociar y concluir los tratados con las naciones extranjeras, ratificarlos y canjearlos previa la aprobación del Congreso....".

Como puede inferirse de esta redacción, no parece encontrarse una verdadera intención de establecer una normativa mas precisa relativa a la función del Estado en lo que se refiere a la política externa.

3.2.4. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 1967

Esta Carta Magna lo único que hace es disgregar las facultades anteriormente indicadas en las siguientes, a saber: Artículo 59.- Son atribuciones del Poder Legislativo:..... 12) "Aprobar los tratados, concordatos y convenios internacionales".

Añade esta Constitución una otra atribución en relación al campo internacional: 13) "Ejercitar influencia diplomática sobre actos no consumados o compromisos internacionales del Poder Ejecutivo".

En el artículo 96, referente a las atribuciones del Presidente de la República, indica:

2) "Negociar y concluir tratados con naciones extranjeras; canjearlos, previa ratificación del Congreso.....".

3) "Conducir las relaciones exteriores......". Como se evidencia, la Constitución boliviana, no guarda relación con los tiempos de cambio que ya se daban a partir de la década del 60 con la creación de la ALALC y/o la ALADI, de la cual el país formaba parte.

3.2.5. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE 1995

Consolidados ya los diversos procesos de integración regionales, la Comunidad Andina de Naciones de la que Bolivia es miembro y el MERCOSUR en la que tiene calidad de socio, en fecha 6 de febrero de l995 se dicta la Ley N° 1615, que da a luz la nueva Constitución Política del Estado, que -en lo que corresponde al tema- se refiere unícamente a los siguientes aspectos:

Artículo 59.- Son atribuciones del Poder Legislativo: 12) "Aprobar los tratados, concordatos y convenios internacionales". 13) "Ejercitar influencia diplomática sobre actos no consumados o compromisos internacionales del Poder Ejecutivo".

Artículo 96.- Son atribuciones del Presidente de la República: 2) "Negociar y concluir tratados con naciones extranjeras; canjearlos, previa ratificación del Congreso". 3) "Conducir las relaciones exteriores....".

Como se podrá apreciar del análisis de esta Constitución no existe ninguna diferenciación con la de 1967 a más de la numeración de los artículos, situación que permite afirmar que "es una Constitución de concepción tradicionalista; no se ha modernizado en esta materia, por lo que marca un gran contraste con la mayoría de los países o de los Estados que son sus socios en el Proyecto de Integración del Grupo Andino"
.

De todo ello consideramos pertinente manifestar que el tema de la preeminencia de los tratados, concordatos, convenios internacionales y las normas del Derecho comunitario, como son las creadas por el Pacto Andino hoy Comunidad Andina de Naciones y el MERCOSUR - ambos procesos de integración de interés para Bolivia- no queda nada claro en el texto constitucional, es más no se dice en absoluto nada de ello, ante esta situación creemos de interés prioritario proceder a su actualización o adecuación a la realidad actual, como lo han hecho los ordenamientos jurídicos de los otros países comprometidos con la integración y que se hallan mencionados en el anexo de legislación comparada.

Del análisis del artículo 120 de la Carta Magna, se advierte un leve atisbo referido a la primacía constitucional en relación al objeto del tema en estudio al señalar que el Tribunal Constitucional, tiene atribuciones para conocer y resolver: Inc. 9) "La constitucionalidad de tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos internacionales".

Esta norma -para algunos tratadistas- da a entender que implícitamente se reconoce que la Constitución se encuentra por encima de los tratados o convenios internacionales, "de manera que cualquier norma de los mismos que sea contraria a ésta puede ser impugnada"
.

Este aspecto analizado en la Fundación Konrad Adenauer por especialistas de la materia mencionados arriba recomiendan "debatir el tema y, a partir de las conclusiones, compatibilizar el texto constitucional, introduciendo una excepción al principio de la supremacía legal de la Constitución establecido en su Art. 228", posición coincidente con el objeto de la presente tesis y que en las Constituciones Políticas de otros Estados han sido analizados profundamente a efectos de evitar la inconstitucionalidad de los tratados y de sus efectos consiguientes.

Finalmente y como antecedentes necesarios al planteamiento, podemos manifestar que en 6 de noviembre de l969, Bolivia demostró ya su conducta integracionista, mediante el Decreto Supremo N° 08995 dictado en el Gobierno de facto del Gral. Alfredo Ovando Candia, disposición que señala: "Apruébase el Acuerdo de Integración subregional, suscrito en Bogotá en fecha 28 de mayo de 1969, por Plenipotenciarios de los Gobiernos de Bolivia, Colombia, Ecuador, Chile y Perú...".

Por su parte, el Código de Procedimiento Civil en actual vigencia, en su artículo 552, manifiesta: "Las sentencias y otras resoluciones judiciales dictadas en el extranjero tendrán en Bolivia la fuerza que establezcan los Tratados respectivos".

Si bien esta norma tiene carácter imperativo, en atención al artículo 228 de la Constitución es cuestionada su aplicabilidad, por cuanto no puede primar sobre el texto fundamental.

CAPITULO IV

MECANISMOS DE INTEGRACIÓN  

4.1. MECANISMOS DE INTEGRACIÓN  Y MARCO CONSTITUCIONAL 

El propósito de este capítulo es el referirnos a los mecanismos de integración, en cuanto a su estructura y competencias y brindar información sobre la estructura de los medios de solución de controversias a través de órganos de justicia por cuanto es a ellos a quienes los Estados han cedido o delegado su competencia y jurisdicción para dirimir controversias que surgen inevitablemente de una relación jurídica dentro de una política de integración, entre Estados y entre éstos y particulares.

No podemos negar que la creación de las organizaciones de integración regional o continental han dado lugar a nuevas formas de convivencia donde el respeto a las normas de vida civilizada y la búsqueda de justicia constituyen elementos irrenunciables, motivos por los que se justifican las formas de solución de controversias que a lo largo de la historia han existido, empezando por el arbitraje en la antigua Grecia o la creación de Tribunales de Justicia Internacionales luego de la Primera Guerra Mundial hasta la puesta en marcha de tribunales especializados en resolver aspectos emergentes de la unión de los pueblos como acontece en nuestro tiempo.

Sería largo enumerar y detallar a estos procesos de desarrollo que han dado lugar, también, a formas de solucionar sus conflictos ante la existencia permanente de intereses, como ser: la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, que dentro de su normativa regulaba el establecimiento del mercado común y sus instituciones, las relaciones con terceros países y organismos internacionales y las medidas de salvaguardia; o la Comunidad Económica Europea, la Comunidad Europea de Energía Atómica, el proceso de integración de BENELUX y la Asociación Europea de Libre Comercio; como consecuencia de estos procesos y dentro de su organización interna surgió el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, que sin lugar a dudas se constituyó en el modelo para la concepción y creación del Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena ahora Comunidad Andina de Naciones, sin dejar de mencionar a la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, conocida como la ALALC, hoy Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI).

Es necesario puntualizar que dentro de las características de la Comunidad Económica Europea, ahora Unión Europea y que se ajusta al presente trabajo, se encontraba el "acercamiento o armonización de las legislaciones nacionales cuya finalidad, entre otros era alcanzar logros que favorezcan a la administración de justicia"
 .

En el proceso de integración económica de Centroamérica la actitud unificadora del ordenamiento jurídico de sus naciones ha sido fundamental, en algunas áreas que consideraron necesarias y el primer ejemplo constituyó el Régimen de Industrias Centroamericanas de Integración.

4.2. LA ASOCIACIÓN LATINOAMERICANA DE LIBRE COMERCIO (ALALC)

Creada en circunstancias económicas difíciles por las que atravesaban los países latinoamericanos, quienes llegaron a convenir en la necesidad de buscar en su propio ámbito regional la solución de los problemas que les aquejaban.

En realidad el primer antecedente de integración regional fue el Comité de Comercio de la Comisión Económica para América Latina, CEPAL, el que el 28 de noviembre de 1956, convocaba a expertos para analizar el tema del establecimiento de un mercado común regional.

El 18 de febrero de 1960 fue firmado el Tratado de Montevideo por el cual fue  creada la ALALC, cuya meta central era constituir una zona de libre comercio para llegar finalmente a constituir un mercado común latinoamericano.

Como no corresponde al tema, no entraremos a analizar si la ALALC, cumplió o no sus metas y los motivos que existieron; sin embargo debemos afirmar que se constituyó en el primer antecedente para la integración andina, bajo cuyo ámbito se firmó el Acuerdo de Cartagena.

4.3. LA ASOCIACIÓN LATINOAMERICANA DE INTEGRACIÓN (ALADI)

Fue creada en Montevideo, Uruguay, el 12 de Agosto de l980, "con el ánimo de fortalecer los lazos de amistad y solidaridad entre los pueblos fundadores y persuadidos de que la integración económica regional constituye uno de los principales medios para que los países de América Latina puedan acelerar su proceso de desarrollo económico y social a fin de asegurar un mejor nivel de vida para sus pueblos", tal cual mencionaba el Tratado de Montevideo de l980.

Específicamente este proceso que es una continuación de la ALALC, tampoco contó con un sistema de solución de controversias propio ni de un órgano jurisdiccional creado por él. Sin embargo, todos los instrumentos legales que pertenecieron a la ALALC pasaron a formar parte de la ALADI, tal cual menciona el artículo 54 del Tratado de Montevideo: "La personalidad jurídica de la Asociación de Libre Comercio, establecida por el Tratado de Montevideo suscrito el 18 de febrero de l960 continuará para todos efectos, en la Asociación Latinoamericana de Integración. Por lo tanto desde el momento en que entre en vigencia el presente tratado, los Derechos y obligaciones de la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio corresponderán a la Asociación Latinoamericana de Integración".

Los órganos políticos de ALADI como ser el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, la Conferencia de Evaluación y Convergencia y el Comité de Representantes tienen carácter intergubernamental y no comunitario o supranacional. El órgano técnico estaba constituido por la Secretaría General.

4.4. COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES

Ubicados en América del Sur, los cinco países andinos reúnen a mas de 110 millones de habitantes en una superficie de 4.700.000 kilómetros cuadrados y su Producto Bruto Interno asciende a mas de 292.000 millones de dólares. Este proceso de integración andino, fundado el 26 de mayo de l969, a través del Acuerdo de Cartagena, conocido inicialmente con ese nombre, es una organización subregional con personería jurídica internacional constituida por Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela y compuesta por los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración, conocido como SAI y que agrupa al conjunto de órganos e instituciones que trabajan estrechamente vinculados entre sí y cuyas acciones están encaminadas a lograr los mismos objetivos de la Comunidad Andina: Profundizar la integración subregional andina, promover su proyección externa y robustecer las acciones relacionadas con el proceso de integración. Después de suscrito el Acuerdo de Cartagena, la estructura de la Comunidad Andina cambió en algunos de sus rasgos más significativos para poder desarrollar una agenda de trabajo que responda a los retos del siglo XXI.

El instrumento jurídico con el que se realizó esos cambios fue el Protocolo Modificatorio del Acuerdo de Cartagena, más conocido con el nombre de Protocolo de Trujillo, suscrito por los Presidentes en marzo de 1996 y que entró en vigencia en junio del 1997, cuando culminó su proceso de ratificación por los respectivos Congresos Nacionales.

La importancia de esas reformas hace que se tenga que distinguir necesariamente dos etapas en la institucionalidad andina, la que va de 1969 a 1997, período en que se forma y consolida el tejido institucional, y la que se inicia en junio de 1997 con la puesta en vigencia del protocolo de Trujillo.

En sus orígenes, el Grupo Andino tenía como únicos órganos principales a la Comisión y a la Junta, y como Comité Consultivo al CAES (Comité Asesor Económico y Social). Contaba, además, con la Corporación Andina de Fomento creada meses antes de la suscripción del Acuerde de Cartagena. A medida que avanzaba el proceso y aumentaba la interdependencia subregional, la estructura institucional andina se fue reforzando y enriqueciendo con nuevos organismos especializados de carácter permanente que atendían áreas específicas.

Así, se crearon los llamados Convenios Sociales. El Convenio Andrés Bello nació en enero de 1970 para atender el área de la educación. A continuación, en diciembre de 1971, fue creado el Convenio Hipólito Unanue para fomentar la integración en el área de la salud. En octubre de 1973 nació el Convenio Simón Rodríguez con el fin de mejorar las condiciones de vida y trabajo en la Subregión. En 1976 fue fundado el Fondo Andino de Reservas, organismo financiero que, en 1991, se transformó en Fondo Latinoamericano de Reservas.

Al finalizar la década del setenta, nacieron tres nuevos organismos. El primero de ellos es el Tribunal de Justicia, cuyo Tratado de Creación fue suscrito el 28 de mayo de 1979 aunque demoró en iniciar sus actividades hasta 1984. El segundo es el Parlamento Andino, cuyo Tratado Constitutivo fue rubricado el 25 de octubre de 1979. Y por último, el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores nació el 12 de noviembre de ese mismo año con el fin de orientar la acción externa de los diversos órganos de la integración. Once años después, concretamente el 23 de mayo de 1990, fue creado el Consejo presidencial Andino con el fin de fortalecer el proceso. Sin embargo, ni este organismo ni el de los Cancilleres formaron parte de la estructura institucional del Acuerdo de Cartagena, pues no estaban incorporados en el ordenamiento jurídico andino.

Los principales objetivos de la ahora denominada Comunidad Andina de Naciones (CAN), son: 

· Promover el desarrollo equilibrado y armónico de sus países miembros en condiciones de equidad.

· Acelerar el crecimiento por medio de la integración y la cooperación económica y social.

· Impulsar la participación en el proceso de integración regional, con miras a la formación gradual de un mercado latinoamericano.

· Procurar un mejoramiento persistente en el nivel de vida de sus habitantes.

4.4.1. ORGANOS DEL SISTEMA ANDINO DE NACIONES

	Consejo Presidencial Andino
	Órgano máximo del Sistema; es la parte directriz y política. Se encuentra conformada por los cinco Presidentes andinos

	Consejo Andino de Cancilleres
	Organo de Dirección y Coordinación. Es la reunión de Cancilleres o Ministros de Relaciones Exteriores; formula la política exterior del proceso.

	Comisión de la Comunidad Andina
	También órgano de Dirección y Coordinación. Realiza la política general del proceso y posee competencias similares a las del Consejo de Cancilleres.

	Secretaría General
	Órgano Ejecutivo y de Apoyo Técnico. Se encarga del cumplimiento del acuerdo regional.

	Tribunal de Justicia
	Órgano Jurisdiccional. Tiene la atribución de interpretar el marco normativo del proceso.

	Parlamento Andino
	Órgano Deliberante, conformado por representantes de los 5 países y forman un total de 25 miembros.


4.4.2. INSTITUCIONES 

	Instituciones Consultivas


	a) Consejo Consultivo Empresarial

b) Consejo Consultivo Laboral

c) Consejo Asesor Económico.

	Instituciones Financieras:


	a) Corporación Andina de Fomento (CAF)

b) Fondo Latinoamericano de Reservas (FLAR)

	Convenios Sociales:


	a) Hipólito Unanue (Salud)

b) Simón Rodríguez (Trabajo)

c) Andrés Bello (Educación)

	Institución Educativa:
	· Universidad Andina Simón Bolívar (UASB)


4.4.3. EL CONSEJO ANDINO DE CANCILLERES

El Consejo Andino de Cancilleres se constituye en el principal órgano de dirección política y es el encargado de asegurar la consecución de los objetivos del proceso de la integración subregional andina y de formular y ejecutar la política exterior de la CAN.

El Consejo suscribe Convenios y Acuerdos con terceros países, grupos de países o con organismos internacionales, sobre temas globales de política exterior y de cooperación; también, coordina la posición conjunta de los países miembros en foros y negociaciones internacionales, en el ámbito de su competencia.

Expresa su voluntad mediante Declaraciones y Decisiones. Las declaraciones son manifestaciones de carácter no vinculante. Las decisiones son normas jurídicas que se rigen por lo establecido en el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena. Ambas deben ser adoptadas por consenso. En reunión ampliada, el Consejo de Cancilleres prepara las reuniones de los Presidentes andinos. Elige y, cuando corresponde, remueve al Secretario General, evalúa la gestión de la Secretaría General, considera las iniciativas y propuestas que los Países Miembros o la Secretaría General someten a su consideración. 

Los países de la Comunidad Andina asumieron el compromiso de establecer, a  más tardar el 2005, un Mercado Común, fase superior de la integración que se caracteriza por la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas. 

Al haber completado la liberación de bienes y tener en marcha los servicios, la Comunidad Andina de Naciones está ahora empeñada en generar condiciones para iniciar similar acción con el resto de los factores productivos: capitales y personas. 

4.4.4. TRIBUNAL ANDINO DE JUSTICIA

Además, ya está a consideración de los países miembros un proyecto de Protocolo Modificatorio del Acuerdo de Cartagena para establecer el Mercado Común Andino.  Institucionalizó el Tratado de Creación del Tribunal Andino el 28 de mayo de l979, constituyendo el primer régimen judicial del Acuerdo y abriendo la luego denominada  etapa jurisdiccional del Pacto Andino. 

Las razones señaladas en los Considerandos del Tratado para justificar la creación del Tribunal, fueron: 

· La necesidad de garantizar el cumplimiento estricto de los compromisos derivados directa e indirectamente del Acuerdo de Cartagena. 

· La complejidad de su ordenamiento jurídico, refiriéndose a la difícil relación con los ordenamientos jurídicos nacionales, es decir de los Países Miembros de la CAN. 

· La salvaguardia del ordenamiento por un órgano jurisdiccional del más alto nivel, independiente de los gobiernos de los Países Miembros y de los otros  órganos del Acuerdo de Cartagena. 

En resumen podemos manifestar que su nacimiento se debió a la necesidad de  disponer de un órgano jurisdiccional que control la legalidad de las normas que emanaban de la Comisión y de la Junta, conocidas como Decisiones y Resoluciones.

4.5. EL MERCADO COMÚN DEL SUR (MERCOSUR) 

4.5.1. ANTECEDENTES

Creado mediante el Protocolo de Asunción el 26 de marzo de l991 y conformado por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay y ratificada por el Protoloco de Ouro Preto, el 17 de diciembre de l994. Bolivia y Chile forman parte de este proceso de integración en calidad de socios.  Pero históricamente encontramos los siguientes antecedentes:

En la década del 70 Uruguay profundizó su relacionamiento comercial con Brasil a través del Protocolo de Expansión Comercial (PEC) y con Argentina a través del Convenio Argentino Uruguayo de Cooperación Económica (CAUCE). 

Entre los años 1984 y 1989 Argentina y Brasil suscribieron veinticuatro protocolos bilaterales, en los que se regulaban diversas áreas. Se puede decir que los antecedentes más inmediatos, datan del año 1985 con la Declaración de Foz de Iguazú, por la que se crea una Comisión Mixta de Alto Nivel para la integración entre Argentina y Brasil. 

En 1990, Argentina y Brasil suscribieron y registraron en ALADI un Acuerdo de Complementación Económica, en el que sistematizaron y profundizaron los acuerdos comerciales bilaterales preexistentes. En ese mismo año, representantes de ambos países se reunieron con autoridades de Uruguay y Paraguay, ocasión en la cual estos últimos expresaron la firme disposición de sus países de incorporarse al proceso bilateral en curso. Se convino entonces, que era necesario suscribir un acuerdo creando un mercado común cuatripartito. 

En 26 de marzo de 1991 se firma el Tratado de Asunción entre los cuatro países, que no debe considerarse como un tratado final constitutivo del MERCOSUR, sino como el instrumento de carácter internacional destinado a hacer posible su concreción. 

Es un acuerdo con vocación regional, pues queda abierto a la adhesión de los demás Estados miembros de la ALADI. Es también, un acuerdo de integración económica, estableciéndose un programa de liberación comercial, la coordinación de políticas macroeconómicas y un arancel externo común, así como otros instrumentos de la regulación del comercio. 

En virtud de lo dispuesto por el artículo Décimo del Anexo I del Tratado de Asunción, los cuatro países suscribieron el 29 de noviembre de 1990 un Acuerdo de Complementación Económica en el marco jurídico de la ALADI, que lleva el número 18 y que en esa fecha entrará en vigor.

Se desarrollan seguidamente, los aspectos mas relevantes que permitan obtener una visión esquemática del "Mercado Común del Sur" (MERCOSUR), constituido por los Gobiernos de la República Argentina, República Federativa del Brasil, República del Paraguay y República Oriental del Uruguay, mediante la firma del Tratado de Asunción, el 26 de marzo de 1991.-

Su parte preambular   destaca especialmente: “La ampliación de las dimensiones de sus mercados nacionales a través de la integración, condición fundamental para acelerar sus procesos de desarrollo económico con justicia social”.  Tal objetivo debe ser alcanzado con base en los principios de gradualidad, flexibilidad y equilibrio, mediante el más eficaz aprovechamiento de los recursos disponibles, la preservación del medio ambiente, el mejoramiento de las interconexiones físicas, la coordinación de las políticas macroeconómicas y la complementación de los diferentes sectores de la economía.  La importancia de lograr una adecuada inserción internacional, teniendo en cuenta la consolidación de grandes espacios económicos y la evolución   de los acontecimientos internacionales. 

Todos estos fundamentos dieron lugar a que los cuatro países decidieran constituir un Mercado Común, para estar conformado al 31 de diciembre de 1994, con la denominación "Mercado Común del Sur" (MERCOSUR) y se basa en la reciprocidad  de Derechos y obligaciones entre los Estados Partes.
4.5.2. CONTENIDO DEL TRATADO

Este Tratado contiene los elementos fundamentales para la constitución del mercado común cuatripartito, por lo que puede ser considerado como un "Tratado Marco". Este Mercado Común, implica:

· Libre circulación de bienes, servicios y factores productivos (capital y trabajo), a través, entre otros, de la eliminación de los Derechos aduaneros y restricciones no arancelarias a la circulación de mercaderías. 

· El establecimiento de un Arancel Externo Común (A.E.C.) y la adopción de una política comercial común con relación a terceros Estados o agrupaciones de Estados, y la coordinación de posiciones en foros económico-comerciales, regionales e internacionales. 

· La coordinación de políticas macro-económicas y sectoriales entre los Estados Partes, en materia de: comercio exterior, agrícola, industrial, fiscal, monetario, cambiaría y de capitales, de servicios, aduanera, de transportes y comunicaciones y otras que se acuerden, a fin de asegurar condiciones adecuadas de competencia entre los Estados Partes. 

· El compromiso entre los Estados Partes de armonizar sus legislaciones en las áreas pertinentes, para lograr el fortalecimiento del proceso de integración.
4.5.3. ESTRUCTURA

La estructura orgánica del MERCOSUR está constituida por los siguientes órganos:

EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN.- 

Es el órgano superior encargado de la conducción política y la adopción de decisiones a asegurar el cumplimiento de los objetivos establecidos por el Tratado de Asunción y para alcanzar la constitución final del Mercado Común. Está integrado por los Ministros de Relaciones Exteriores y los Ministros de Economía de los Estados Partes. Una vez por semestre se reúnen con los Presidentes de estos Estados.

EL GRUPO MERCADO COMÚN.- 

Es el órgano ejecutivo del MERCOSUR. Integrado por cuatro miembros titulares y cuatro alternos de cada país, designados por cada Gobierno.

LA COMISIÓN DE COMERCIO.- 

Encargada de asistir al Grupo Mercado Común, tiene como funciones entre otras la de efectuar el seguimiento y revisar los temas y materias relacionados con las políticas comerciales comunes, con el comercio intra-MERCOSUR y con terceros países. Para el cumplimiento de sus funciones puede crear Comités Técnicos especializados.

LA COMISIÓN PARLAMENTARIA CONJUNTA.- 

Es el órgano representativo de los Poderes Legislativos de los Estados Partes. Dentro de sus atribuciones esta la de coadyuvar al proceso de armonización de las legislaciones de esos Estados, tal como lo requiera el proceso de integración conformado.

EL FORO CONSULTIVO ECONÓMICO SOCIAL.- 

Es el órgano de representación de los sectores económicos y sociales.

LA SECRETARÍA ADMINISTRATIVA.- 

Es el órgano de apoyo operacional y responsable por la prestación de servicios a los demás órganos del MERCOSUR. 

4.5.4. EL ACUERDO “4 + 1”

Este tipo de acuerdo es una práctica que el MERCOSUR viene aplicando a medida que se va expandiendo por la región. En 1990, el Presidente George Bush (USA) lanzaba la denominada “iniciativa para las Americas” señalando que en una nueva sociedad económica, “la prosperidad depende del comercio y no de la ayuda” y que “la gran lección económica de este siglo es que el proteccionismo paraliza el progreso y que el mercado libre genera prosperidad”. El año siguiente (19/06/1991), los países del MERCOSUR firman con los Estados Unidos en Washington un acuerdo denominado “4 + 1”. Este acuerdo creó un Consejo Consultivo sobre comercio e inversión con el objetivo de lograr mercados cada vez más abiertos entre los Estados Unidos y los países del MERCOSUR, efectuar el seguimiento del comercio y las relaciones de inversiones, identificar oportunidades para la liberalización del comercio y la inversión, y eliminar los impedimentos a los flujos de comercio e inversiones.

4.5.5. BOLIVIA Y EL MERCOSUR

El 17 de diciembre de 1996, Bolivia y el MERCOSUR deciden poner en marcha un Acuerdo de Complementación Económica (ACE 36) bajo la modalidad de “4 + 1” a través de un Pacto que se firma en la ciudad de Fortaleza/Brasil, durante una cumbre celebrada por el MERCOSUR (poco antes lo hacía también Chile bajo la misma modalidad).

El Acuerdo contempla establecer dentro de un marco jurídico institucional y de cooperación e integración económica, la creación de un espacio económico (zona de libre comercio) que tiende a facilitar la libre circulación de bienes y servicios y la libre utilización de los factores productivos (tales como capital y trabajo), formando un área de libre comercio en un plazo mínimo de 10 años, diversificando el intercambio comercial y eliminando las restricciones arancelarias que afecten el comercio recíproco a través de un programa de liberación comercial que se aplicará a los productos originarios y procedentes de los territorios de las Partes Contratantes. El Programa consistirá en desgravaciones progresivas y automáticas aplicables sobre los gravámenes vigentes para terceros países en el momento de despacho a plaza de mercados. 

En el caso de los productos considerados “ultra sensibles” al intercambio, vale decir los más protegidos por cada parte, tendrán un plazo máximo de 18 años para llegar a la liberación total del comercio.

4.6. LA UNIÓN EUROPEA

4.6.1. DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA O DERECHO COMUNITARIO EUROPEO, 

Ordenamiento jurídico propio de la Unión Europea, organización supranacional compuesta en la actualidad por 15 países (Alemania, Francia, Italia, Bélgica, Países Bajos, Luxemburgo, Reino Unido, Dinamarca, Irlanda, Grecia, España, Portugal, Austria, Suecia y Finlandia) La Unión Europea es una ‘comunidad de Derecho’ que dispone de un conjunto de normativas legales que se encuentra al servicio de la integración, y que en esencia está compuesto por un Derecho primario y un Derecho derivado. La expresión ‘comunidad de Derecho’, paralela a la de ‘Estado de Derecho’ quiere poner de relieve que la Unión está sujeta, como sus estados miembros, al principio de legalidad.

4.6.2.- DERECHO PRIMARIO

Es el marco constitucional de la Unión y está integrado por todos sus tratados fundacionales, de ampliación y de reforma. Estos tratados son: el Tratado de París, por el que se creó la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA, 1951); el Tratado de Roma que dio origen a la Comunidad Económica Europea (CEE) y a la Comunidad Europea de la Energía Atómica (EURATOM, 1957); los tratados de adhesión de Dinamarca, Irlanda y Reino Unido (1972), Grecia (1981), España y Portugal (1985); el Acta Única Europea (1986); el Tratado de la Unión Europea o Tratado de Maastricht (1992); los tratados de adhesión de Austria, Finlandia y Suecia (1994).

El Derecho primario es la fuente originaria de la que deriva el resto del ordenamiento comunitario, que en el plano jerárquico le está subordinado. Es un Derecho de origen consensual, que surge de acuerdos en los que se contiene una cierta renuncia de soberanía por parte de los estados firmantes, siendo creadores de instituciones tales como el Consejo de Europa, el Parlamento Europeo, el Tribunal de Justicia y otros órganos.

4.6.3.- DERECHO DERIVADO

Está compuesto por todas las normas adoptadas por las instituciones comunitarias pertinentes en aplicación y desarrollo de los objetivos y principios de los tratados. Dichas normas pueden adoptar la forma de reglamentos, directivas o decisiones, y tienen, en todo caso y en mayor o menor medida, carácter obligatorio. El reglamento posee un alcance general, es obligatorio en todos sus elementos y aplicable de forma directa en cada Estado miembro. Sus destinatarios son indeterminados. La directiva obliga al Estado miembro destinatario a alcanzar el objetivo perseguido, dejando a las autoridades nacionales la elección de la forma y los medios. Sus destinatarios son los estados miembros. Las decisiones son obligatorias en todos sus elementos y para todos los destinatarios de las mismas, que pueden ser los estados miembros o simples particulares. 
Además de estos actos típicos vinculantes, existen otros: recomendaciones y dictámenes, que no lo son. Sólo los primeros pueden considerarse fuentes de Derecho comunitario. Unos y otros actos pueden emanar de la Comisión o del Consejo, y ello al margen del papel que pueda jugar en su elaboración el Parlamento Europeo según los casos. No existe una jerarquía normativa entre reglamentos, directivas y decisiones, ni siquiera por razón del órgano del que emanan. Todos los actos normativos citados —ya muy numerosos— se publican en el Diario Oficial, de aparición diaria en las distintas lenguas oficiales de la Unión Europea.

4.6.4. DERECHO COMPLEMENTARIO. OTRAS FUENTES

El llamado Derecho comunitario complementario puede considerarse formado por los tratados internacionales suscritos entre estados miembros, los acuerdos y decisiones de los representantes de los estados miembros reunidos en el seno del Consejo y por los tratados internacionales concluidos entre la Unión y terceros países, en necesaria concordancia con el resto del ordenamiento de la Unión Europea y, de forma muy singular, con su Derecho primario. Entre las restantes fuentes destacan: las normas de Derecho Internacional general, los principios generales del Derecho —tomados del Derecho Internacional, de los ordenamientos jurídicos de los estados miembros o del propio Derecho comunitario— y las costumbres comunitarias. Con independencia de que haya de ser considerada como fuente del Derecho, no hay que olvidar en modo alguno la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, intérprete supremo del Derecho comunitario.

4.6.5.- RASGOS PREDICABLES DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO COMUNITARIO

· Aplicabilidad directa: El ordenamiento jurídico comunitario es un sistema distinto del que regula a los estados miembros e independiente de éste, que puede establecer Derechos y obligaciones a los estados miembros o a sus ciudadanos sin necesidad de contar para ello con la intervención de los estados en cuestión. 

· Efecto directo: Los ciudadanos de los estados miembros tienen la posibilidad de acudir a sus propios tribunales nacionales en demanda de que sean reconocidos y protegidos los Derechos que les otorgan las normas comunitarias. 

· Primacía: La autonomía del Derecho comunitario respecto de los nacionales y la necesidad de una aplicación uniforme de aquél en todo el territorio de la Unión Europea hacen que prime, en supuesto de conflicto, sobre el Derecho de los estados miembros, tal y como ha asentado la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

4.6.6. IMPORTANCIA
Todo éste proceso reviste mayor importancia si tomamos en cuenta la historia vivida por los países europeos en el pasado siglo, especialmente luego de la II Guerra Mundial, nada hacía presumir que se gestaría un proceso de semejante magnitud, más aun si tomamos en cuenta que ya en 1923, el austriaco Conde Coudenhove Kalergi fundó el Movimiento Pan-Europa. Que en 1926 consiguió reunir en Viena a diversas figuras políticas en el Primer Congreso Paneuropeo. De donde surgió la siguiente  observación: "Europa como concepto político no existe. Esta parte del mundo engloba a pueblos y Estados que están instalados en el caos, en un barril de pólvora de conflictos internacionales, y en un campo abonado de conflictos futuros. Esta es la Cuestión Europea: el odio mutuo de los europeos que envenena la atmósfera.  La Cuestión Europea será resuelta sólo mediante la unión de los pueblos de Europa.  El mayor obstáculo a la realización de los Estados Unidos de Europa son los mil años de rivalidad entre las dos naciones más populosas de Pan-Europa: Alemania y Francia”.

Resaltando la significancia de lo anotado, podemos distinguir nítidamente que el proceso de consolidación europeo no fue nada fácil y que para su construcción tuvieron que intervenir numerosos factores económicos y geopolíticos. Ya en nuestros días cuando aún seguía vislumbrándose el nacimiento de la Unión Europea. JAQUES DELORS
 al significar la importancia del aspecto social en un proceso de integración, refiriéndose al caso europeo, sostenía: “Rechazo una Europa que no sea más que un mercado, una zona de libre cambio sin alma, sin conciencia, sin voluntad política, sin dimensión social. Si es hacia allí hacia donde vamos, lanzo un grito de alarma”. Tal los cambios radicales que ocurrieron para la conformación de una comunidad homogenea donde primaba lo heterogeneo.
La importancia de la experiencia europea es fundamental por cuanto nos refleja el proceso que ha seguido la consolidación de la Unión Europea, desde sus inicios hasta la vigencia del Euro. Lo que nos interesa es la definición de las características del Derecho comunitario y de su Derecho derivado compuesto por las normas emanadas de su organismo supranacional. Esa experiencia se refleja en la adopción por parte de la Comunidad Andina  y del Mercosur de criterios similares a la hora del cumplimiento de decisiones emitidas por los organismos y que en muchas ocasiones son resistidas por los países miembros en su cumplimiento.  

CAPITULO V

PRINCIPIOS DEL DERECHO COMUNITARIO 

5.1. DERECHO COMUNITARIO. DENOMINACIÓN  Y  CONCEPTO

Es necesario dejar establecido, que la denominación a ser utilizada en ésta investigación, sin entrar en debate (pues existen criterios de quienes sostienen que el Derecho Comunitario es distinto del Derecho de Integración) y teniendo en cuenta la universalidad de la nominación señalada en primer término, y por su sentido más amplio, la utilizaremos.

Aceptando, en principio que el Derecho Comunitario es  "el conjunto de normas y principios jurídicos que regulan el proceso de integración entre dos o más países" 

Para aclarar más el concepto, daremos a continuación las definiciones básicas:

Comunidad: “Junta o congregación de personas que viven sujetas a ciertas reglas...” 

Comunitario: Propio o relativo a la comunidad, en especial la Comunidad Económica Europea.

Común: (lat. commune)  Que no es privativo de uno, sino compartido por dos o más al mismo tiempo. Relativo a la mayoría o a todo el mundo.
 
5.1.1. GESTACIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO 

Habíamos señalado algunas precisiones en el Marco Teórico referente a conceptos de la integración que consideramos importantes y podemos resumir indicando que la integración significa formar una "comunidad de naciones o una comunidad de Derechos" 
 pero que no puede ser un proyecto de desarrollo incompleto, por tanto debe abarcar elementos debidamente seleccionados para lograr el bienestar colectivo propuesto por los países miembros que lo conforman, como en el proceso de integración del que es parte Bolivia, o sea la Comunidad Andina de Naciones.

Del mismo examen podemos concluir que la integración contempla nítidamente un contenido economicista o comercial, restando importancia al contenido jurídico,  que en realidad es el elemento o complemento regulador de todo proceso o esquema de integración, tal como veremos más adelante, porque cuanto recordemos que en toda relación jurídica, (o en toda relación económica producto de una política integracionista), pueden existir diferencias o controversias que necesariamente deben ser solucionadas mediante la intervención de las autoridades jurisdiccionales, aplicando las normas comunitarias a efectos de alcanzar la legalidad de los actos de las partes que intervienen en esa relación jurídica.

Esa intervención jurisdiccional necesariamente debe estar sujeta a un ordenamiento jurídico propio, previamente establecido, lo que quiere decir que ese ordenamiento, desde el momento en que se perfecciona, crea una comunidad de Derechos que está ligada al objetivo común de las naciones que es el fortalecimiento de la unión de los pueblos.

De igual manera, es necesario mencionar que todo ordenamiento jurídico se encuentra conformado por las normas fundacionales y por las derivadas de éstas, es decir, dentro de los procesos de integración por los Tratados, Protocolos, Decisiones y/o Resoluciones que emanan de los órganos comunitarios a los cuales se les concede la capacidad de dictar las normas legales que regulan su funcionamiento y el conocimiento, interpretación y resolución de las controversias o los conflictos comunitarios corresponden a las instancias u órganos establecidos por las normas que dieron origen  a los procesos de integración, en los cuales la luz del Derecho es irrenunciable, y sirve o es útil, para que el control de la legalidad sea entendido con un criterio amplio entre los sujetos de la indicada relación jurídica, que pueden ser los propios Estados Miembros y/o terceros pertenecientes a éstos.

Fernando Uribe Restrepo, al referirse al Derecho Comunitario, opina lo siguiente: "No le corresponde al Derecho, ser el motor que impulse el proceso. La norma jurídica ordena las conductas y armoniza los hechos, pero no tiene capacidad, ella sola, para cambiar la realidad.... el Derecho normalmente marcha atrás de los hechos, para regularlos, y no se da antes, para producirlos" 
 

De lo expresado por el citado autor y por lo manifestado anteriormente existe coincidencia al señalar que el Derecho Comunitario es básicamente normativo, regulador y orientador.

Por todo ello consideramos que es una condición necesaria para la creación y consolidación de un proceso de integración, la existencia de un régimen legal que garantice la seguridad jurídica de los países miembros que componen una determinada unión de los pueblos, por cuanto, como indica un tratadista: "No dejan de existir obstáculos que no permiten una aplicación efectiva de los principios generales del Derecho Comunitario por la concepción dualista adoptada por algunos países con relación a la aplicación de esta norma y el Derecho interno" 

Con relación a ese punto se ha criticado a los procesos de integración en América Latina, especialmente al conformado por la Comunidad Andina de Naciones,  "en sentido de que se ha pretendido llegar a la integración económica con la mera suscripción de los instrumentos jurídicos en que se plasma de manera casi perfecta dicho ideal, pero sin contar con las condiciones de hecho, ni con el apoyo político de los países miembros y, en muchos casos, sin la infraestructura constitucional necesaria para que pudiera llevarse a la práctica en la dimensión y con la profundidad proyectadas" 

5.1.2. FUENTES DEL DERECHO COMUNITARIO

	FUENTES DEL DERECHO COMUNITARIO
	Derecho originario


	1. Tratados constitutivos o fundacionales



	
	
	2. Tratados modificativos

	
	Derecho derivado
	1. De carácter vinculante

· Reglamentos

· Directivas

· Decisiones

	
	
	2. De carácter no vinculante

· Recomendaciones

· Dictámenes


5.2. EL DERECHO INTERNACIONAL Y EL DERECHO COMUNITARIO

Empezamos con el análisis de este tema distinguiendo el Derecho Internacional del Derecho Comunitario sobre la base de dos puntos esenciales:

En primer lugar, el orden jurídico internacional es un orden basado fundamentalmente sobre la idea de la cooperación entre los pueblos, mientras que el orden jurídico comunitario es un orden destinado a desarrollar un proceso de integración.

En segundo lugar, el Derecho Internacional es fundamentalmente un Derecho convencional, mientras que el Derecho Comunitario, si bien tiene su origen en los tratados fundacionales, será ampliamente desarrollado por las instituciones comunitarias que en dichos tratados se crean, las cuales disponen de un verdadero poder normativo que es generador de lo que se ha dado en llamar el Derecho Comunitario Derivado. 

En la Unión europea se considera Derecho Derivado a aquel que está compuesto por todas las normas adoptadas por las instituciones comunitarias pertinentes en aplicación y desarrollo de los objetivos y principios de los tratados. Dichas normas pueden adoptar la forma de reglamentos, directivas o decisiones, y tienen, en todo caso y en mayor o menor medida, carácter obligatorio. El reglamento posee un alcance general, es obligatorio en todos sus elementos y aplicable de forma directa en cada Estado miembro. Sus destinatarios son indeterminados. La directiva obliga al Estado miembro destinatario a alcanzar el objetivo perseguido, dejando a las autoridades nacionales la elección de la forma y los medios. Sus destinatarios son los estados miembros. Las decisiones son obligatorias en todos sus elementos y para todos los destinatarios  las mismas, que pueden ser los estados miembros o simples particulares. Además de estos actos típicos son vinculantes, existen otros —recomendaciones y dictámenes— que no lo son. Sólo los primeros pueden considerarse fuentes de Derecho comunitario. Unos y otros actos pueden emanar de la Comisión o del Consejo, y ello al margen del papel que pueda jugar en su elaboración el Parlamento Europeo según los casos. No existe una jerarquía normativa entre reglamentos, directivas y decisiones, ni siquiera por razón del órgano del que emanan. Todos los actos normativos citados —ya muy numerosos— se publican en el Diario Oficial, de aparición diaria en las distintas lenguas oficiales de la Unión Europea.

Surge a propósito la siguiente opinión: "Ese orden jurídico propio (a los procesos de integración), distinto del internacional y del interno de cada Estado miembro, es lo que se denomina ordenamiento jurídico o Derecho Comunitario" 
 

Es más, un tratado de integración es algo totalmente distinto del tratado típico del Derecho Internacional Público, en el cual se regulan las relaciones entre Estados soberanos en tanto que en aquél las entidades supranacionales que emergen de  un tratado de integración- a diferencia de lo que sucede con los organismos típicos del Derecho Internacional, deben tener poderes coercitivos sobre los ciudadanos de los Estados miembros.

En atención a ello y siguiendo con el objetivo del presente trabajo, nos preguntamos: ¿Cuál es el instrumento jurídico que respalda la imposición de normas coercitivas en contra de los sujetos que hacen la integración?.

Consideramos como única respuesta: El Derecho Interno de cada Estado miembro, con el respaldo constitucional consiguiente.
5.3. ELEMENTOS INTRÍNSECOS DEL COMUNITARISMO
La segunda mitad del siglo XX será recordada como una época de cambios dinámicos en la transformación del orden mundial producto de la evolución de las ciencias políticas, económicas y jurídicas. La tendncia a la georegionalización y la globalización económica desbordaron la capacidad que tienen los Estados de regular efectivamente la vida nacional y forzaron la creación de un marco jurídico especial que garantizará la marcha segura de las relaciones comerciales y la solución de conflictos.

5.3.1. TRATADOS COMUNITARIOS

Inicialmente las presiones del comercio internacional reforzaron la cooperación a través de tratados y organizaciones internacionales que preservaban el carácter marcadamente dualista, el cual, como señala acertadamente Lavopa, necesita siempre la transformación de la norma al Derecho interno y los Estados solo tienen la obligación de obligarse, y no hay cesión ni transferencia de competencias soberanas. Luego, propiciaron la celebración de tratados comunitarios que establecieron instituciones de Derecho Internacional Público caracterizadas por ejercer sus competencias de modo directo sobre los ciudadanos y los poderes públicos de los Estados miembros. 

Esta nueva concepción supranacional que era apenas compatible con la concepción tradicional del Estado - Nación, obliga a la ciencia jurídica a replantearse el rol de la soberanía nacional e identificar las relaciones entre los dos conceptos. La línea de partida la constituye el determinar si se trata de poderes públicos separados, o bien de partes de un solo poder público que juntos forman un solo sistema, y cuales consecuencias se derivan de ello para las relaciones entre el Derecho nacional, el Derecho Comunitario y el Derecho Internacional. El clasicismo del concepto soberano prescribe dos ámbitos de desarrollo, el de su relación con los ciudadanos que se concibe como supremacía y señorío, y el de su relación con otros estados que se concreta en la independencia que le permite autodeterminarse sin obedecer a otros poderes ni autoridades ajenas a las suyas. 

La supranacionalidad cuestiona y limita el elemento de la independencia estatal, por cuanto establece una regulación de su territorio y personas nacionales emanadas de la organización comunitaria, con un carácter vinculante que goza de primacía sobre las normas de estados miembros, y detenta las atribuciones de aplicabilidad directa y efecto directo.

5.3.2. AUTODETERMINACIÓN

El inquebrantable concepto de soberanía absoluta, predicaba que los Estados pueden organizarse y están sometidos en el ejercicio de su soberanía sobre su territorio sólo a las pocas obligaciones derivadas del Derecho Internacional, según sus propias concepciones ideológicas y políticas y realizando su orden estatal de acuerdo con su propia identidad cultural .

Este orden mundial se había caracterizado por la división del globo en Estados nacionales, a lo largo de numerosos decenios según un pensamiento de carácter nacional, donde cada Estado nacional se encontraba solo en el centro del Derecho, de la Política y de la Ciencia, y donde se desarrollaba con reticencias la cooperación responsable con otros Estados nacionales.

Luis Carlos Moreno Durazo
, al respecto expresa: La globalización y la integración de bloques regionales no tiene porqué afectar la Soberanía, sobre todo en su aspecto externo, ya que un Estado participa en el concierto internacional de naciones precisamente en su carácter de Estado soberano, en condiciones de igualdad con los otros Estados. De hecho, es un ejercicio de la soberanía, como un Estado asume voluntariamente el compromiso de integrarse a una organización multilateral o formar parte de un bloque regional, es decir, precisamente por su carácter soberano el Estado puede asumir compromisos internacionales.

El Derecho comunitario es respetuoso del Derecho soberano de los pueblos, al igual que los Estados son respetuosos de la norma comunitaria emanada en virtud de la transferencia del ejercicio de atributos del poder soberano, y los Estados y sus nacionales serán regulados conforme al reparto de competencias entre Estado y Comunidad. Para efectivizar y evitar los conflictos de competencias, se debe garantizar su delimitación exclusiva y expresa, así no habrá conflicto puesto que debe aplicarse en espacios jurídicos distintos, y como lo expresa José Manuel Sobrino
, no hay prelación ni jerarquía, sino que la norma comunitaria es el Derecho de los estados como lo son sus normas nacionales.

La evolución jurídica supera la visión clásica de la soberanía nacional, por que como lo ha entendido la Comunidad Andina de Naciones, ha permitido precisar la idea según la cual la integración lejos de erosionar la soberanía de los pueblos, se convierte en la manera más significativa de preservarla
.

5.3.3. SUPRANACIONALIDAD

Etimológicamente la palabra supranacionalidad significa, sobre o por encima de la nación
. adj. Que desborda o supera los límites o intereses nacionales, o que está por encima de ellos. Organismo Supranacional
.  Este término aplicado en el proceso de integración, se refiere al nuevo ente que es creado cuando los Estados se integran. El Derecho Comunitario se manifiesta mediante la aplicación de los principios señalados en el capítulo anterior, es decir la aplicación directa y la supremacía o preeminencia, que sirven de base a la estructura jurídica de la integración.

La supranacionalidad por tanto, implica una situación que responde a los intereses de la comunidad de naciones en su conjunto, sobre los intereses de cada País Miembro incorporado al proceso de integración por haberse adherido voluntariamente a éste en busca de su desarrollo interno.

Sin embargo de lo manifestado esta preeminencia o aplicación de la supranacionalidad ha sido motivo de serias consideraciones en diversos Estados por cuanto el concepto de soberanía hubiera sido vulnerado. No se niega y más bien "se acepta la preeminencia del derecho comunitario sobre el derecho interno de los Estados miembros de la comunidad en el plano legislativo y lo que todavía es materia de discusión en algunos sectores es el hecho de si esa preeminencia abarca también los instrumentos constitucionales estatales" .
El mandato supranacional encuentra una resistencia en la tradicional soberanía absoluta, pues como lo señala Magarinos
, es obvio que los estados se resisten a aceptar limitaciones de sus poderes soberanos y a transferirlos o delegarlos a instituciones multilaterales, cuyo cometido sea conducir y administrar intereses comunes de un grupo de países.

El Derecho comunitario consagró definitivamente la prevalencia de la supranacionalidad, siendo el Supremo Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea
, quien señaló que la comunidad creada por el proceso integracionista, tendrá poderes efectivos que emanan de una limitación de competencias o de una transferencia de atribuciones de los estados, por lo cual ellos aceptan limitarse, aunque en esferas delimitadas, sus poderes soberanos y creando un Derecho aplicable tanto a los nacionales como a ellos mismos, y no podrán invocar su soberanía para sustraerse de las obligaciones derivadas de la norma comunitaria, por cuanto en ejercicio de la soberanía han decidido libre y voluntariamente limitarse.

En la nueva concepción se intenta conciliar la resistencia nacionalista al entender que la soberanía tiene como titular al pueblo, y que solo él encarga el ejercicio de sus atributos al Estado o a los Organismos Comunitarios, para Calogero Pizzolo
, el poder limitado deviene en limitado por el principio de autodeterminación de los estados que predica su libertad, tanto para ampliar como para limitar el ejercicio de sus competencias, así también el ejercicio de las atribuciones soberanas es limitado según la delegación prescrita por el pueblo.

5.4. PRINCIPIOS COMUNITARIOS 

5.4.1. SU CONCEPCIÓN
Los procesos de integración en su conjunto y particularmente la Unión Europea, vienen desarrollando los principios motores que regulen las relaciones dentro de la comunidad y fruto de ese desarrollo se recogen los siguientes principios comunitarios: 
	Principio de atribución


	La comunidad actúa dentro de los límites de las competencias que se le atribuye en sus instrumentos constitutivos, con el fin de lograr los objetivos que ésta determina. Toda competencia no atribuida al órgano supranacional, corresponde a los Estados miembros.

	Principio de subsidiariedad 


	En los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, el organismo supranacional intervendrá sólo en la medida en que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros sino que puedan lograrse mejor debido a la dimensión o a los efectos de la acción contemplada, a nivel de la Comunidad. 

	El principio de proporcionalidad
	El contenido y forma de la acción del organismo supranacional no excederá de lo necesario para alcanzar los objetivos de los instrumentos Constitutivos. 

	Principio de Transparencia
	Las normas y el accionar del ente comunitario deben ser de facil acceso a través de mecanismos de interpretación que estén al alcance del común de los miembros de la comunidad.

	Principio de cooperación leal
	El organismo comunitario y los Estados miembros se respetarán y asistirán mutuamente en el cumplimiento de las misiones que se desprendan de los Tratados constitutivos. 


De la lectura de éstos preceptos se deducen cuatro principios fundamentales: de atribución; de subsidiariedad; de proporcionalidad  y de cooperación leal. Aunque todos esos principios están interrelacionados entre sí de forma tal que no pueden examinarse por separado, nos vamos a centrar en el principio de subsidiariedad por ser el que verdaderamente articula las competencias atribuidas a los organismos supranacionales y las atribuidas a los Estados miembros. 
5.4.2. PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD 
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define la subsidiariedad desde dos puntos de vista: en términos generales se entiende por subsidiariedad lo que se da en socorro o subsidio a uno; en su segunda acepción, jurídica, el Diccionario considera la subsidiariedad "dícese de la acción o responsabilidad que suple o robustece a otra principal". 
Pues bien, lo que se quiere decir cuando se habla del principio de subsidiariedad es garantizar en los ámbitos en los que existan competencias compartidas entre los Estados miembros y el organismo supranacional (por ejemplo, medio ambiente, transportes, energía o protección de los consumidores) que se prevea la actuación de los órganos de la comunidad cuando éste esté efectivamente en mejores condiciones para actuar y alcanzar mayor eficacia en los objetivos perseguidos en el marco de la comunidad, por afectar más favorablemente a los ciudadanos. 
La Declaración adoptada en el Consejo Europeo recordaba las expectativas del ciudadano europeo, que deseaba un enfoque comunitario claro, transparente, eficaz y conducido democráticamente y no unas instituciones europeas que se inmiscuyan en todo. En ese momento, la Declaración de Laeken subrayaba la necesidad de un mejor reparto y definición de las competencias de la Unión Europea y se interrogaba sobre el papel que podían desempeñar en ella los parlamentos nacionales. 
Como resultado de esta preocupación surge la subsidiariedad como un principio de naturaleza político-constitucional que articule las competencias compartidas entre el órgano comunitario y los propios de cada Estado para satisfacer mejor las necesidades de los ciudadanos.
5.4.3. ANTECEDENTES DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD 

El principio de subsidiariedad no es algo que de repente y por sorpresa se haya incorporado por el Grupo de Trabajo del proyecto de Constitución de la Unión Europea, sino que tiene una historia propia y acrisolada en la historia de los textos más relevantes de la Unión Europea. Así, el Consejo Europeo celebrado en Edimburgo en diciembre de 1992 ya lo adoptó como regla de oro de trabajo para articular las competencias no exclusivas entre los órganos legisferentes de la UE y los parlamentos nacionales. 
La misma preocupación se introdujo en el Tratado de Maastricht y se reprodujo en el Acuerdo interinstitucional de octubre de 1993 entre el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión. 
Finalmente y como antecedente más inmediato al proyecto de Constitución europea, el Tratado de Amsterdam de 1997 elaboró un protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y de proporcionalidad. Según este Protocolo, en el ejercicio de sus competencias cada institución vigila y protege el cumplimiento del principio de subsidiariedad, conforme lo cual el principio de subsidiariedad sería una orientación sobre la manera en que las competencias deben ser ejercidas a nivel comunitario. 
Con estos antecedentes, el principio de subsidiariedad apareció en los primeros borradores de proyecto de Constitución europea en los artículos 3 y 5, pasando finalmente al artículo 8 del citado proyecto.

Cabe distinguir que éstos principios comunitarios son distintos de los principios que corresponden exclusivamente al ámbito del Derecho Comunitario, que pasaremos a desglosar en el siguiente punto y que viene a ser el objeto de la presente investigación. 
5.5. PRINCIPIOS DEL DERECHO COMUNITARIO 

El Derecho Comunitario no sólo se limita a crear derechos y obligaciones para los Estados Miembros. Es un Derecho del que con frecuencia, surgen derechos y obligaciones también para los particulares, es decir que esta norma está dotada de efecto directo; pero de igual manera el Derecho Comunitario primario y derivado tiene primacía sobre el Derecho de los Estados miembros, consideramos la existencia de principios básicos plenamente identificados:

1. La Aplicación Directa.

2. La Primacía del Derecho Comunitario.

Estos principios también han sido considerados por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, tal cual fue manifestado por los magistrados Roberto Salazar y Henrique Farías Mata 
  concluyendo en que las decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores o de la Comisión y las Resoluciones de la Secretaría General son directamente aplicables en los Países Miembros a partir de su publicación.

La experiencia europea en éste sentido es la más rica por cuanto sus tribunales y los instrumentos constitutivos así lo han reconocido, mas no podemos dejar de mencionar que las Constituciones Políticas de los países andinos agrupados en la Comunidad Andina de Naciones, con excepción de la boliviana permiten expresamente la aplicación de esos principios dentro de sus fronteras.

5.5.1. LA APLICACIÓN DIRECTA

Entendemos a este principio como la capacidad que tiene una norma comunitaria para producir efectos jurídicos en un país miembro, sin que se necesite otra norma que la respalde dentro del Derecho interno del mismo Estado.

La Comunidad Andina coincide en la aplicación directa de este principio, analizando las siguientes normas del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia Andino en sus artículos 3 y 4:

"Las decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores o de la Comisión y las Resoluciones de la Secretaría General, serán directamente aplicables en los Países Miembros a partir de la fecha de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo, a menos que las mismas señalen una fecha posterior".

"Los Países Miembros están obligados a adoptar las medidas que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina".

5.5.2. LA PRIMACÍA

En cuanto a la primacía del Derecho Comunitario o llamada también preeminencia, la definimos como la virtud que tiene el ordenamiento comunitario de primar sobre una norma de Derecho interno. Es decir que no puede haber ninguna norma de esa naturaleza, o sea del Derecho interno de los Países Miembros, que se anteponga a la dictada, en este caso, a la dictada por los órganos de la CAN. Este principio establece que una ley nacional no puede ir en contra de una norma comunitaria, o sea es aplicable esta norma con preferencia a la ley nacional. Así lo reconoció la Comisión del Acuerdo de Cartagena integrada por los Plenipotenciarios de los Países Miembros, en el pronunciamiento aprobado durante el Vigésimo Noveno Período de Sesiones Ordinarias en Lima, Perú, el 29 de mayo al 5 de junio de l980, cuando declaró la validez plena de los siguientes conceptos: 

El ordenamiento jurídico del Acuerdo de Cartagena tiene identidad y autonomía propias, constituye un Derecho común y forma parte de los ordenamientos jurídicos nacionales.

El ordenamiento jurídico del Acuerdo prevalece, en el marco de sus competencias, sobre las normas nacionales sin que puedan oponerse a él medidas o actos unilaterales de los Países Miembros. Las Decisiones que impliquen obligaciones para los Países Miembros, entran en vigor en la fecha que indiquen o, en caso contrario, en la fecha del Acta Final de la reunión respectiva, de conformidad con el Art. 21 del Reglamento de la Comisión.

En consecuencia dichas Decisiones adquieren fuerza vinculante y son de exigible cumplimiento a partir de la fecha de su vigencia. Por lo expresado, la aplicabilidad directa y la primacía o preeminencia del Derecho Comunitario, más que enunciaciones doctrinales son en la práctica los mecanismos que posibilitan el cumplimiento de los compromisos contraídos por cada País Miembro en forma voluntaria, para lograr los objetivos y fines que benefician a cada uno de ellos.

Sin embargo de ello y ya en la práctica, se ha tenido que lamentar a nivel del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina de Naciones el incumplimiento o desacato en el que incurren frecuentemente los Países Miembros con respecto a las sentencias de este Tribunal, motivo por el que se vio en la necesidad de hacer público un Manifiesto dirigido a los Presidentes, Congresos y Cortes de Justicia de los Países Miembros de la Comunidad Andina, dictado en San Francisco de Quito, sede del Tribunal, el 18 de junio de 2001, de cuyo tenor se establece la preocupación por las situaciones de incumplimiento en la que incurren frecuentemente los jueces nacionales a las normas de ordenamiento jurídico andino.

En todo caso, conscientes de esta situación, creemos necesario que se establezca internamente, es decir, en cada ordenamiento jurídico de los Estados que hacen a la integración, normas claras y precisas para el cumplimiento del Derecho Comunitario, con la finalidad de "consolidar el Ordenamiento Jurídico Comunitario Andino", tal cual expresa el Presidente del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina,

CAPITULO VI         

CONSTITUCIONALIZACION DE LA INTEGRACIÓN

6.1. SUPRANACIONALIDAD Y DERECHO CONSTITUCIONAL
Hector Lehuede Chaparro en su obra "La Supranacionalidad" publicada por la Editorial Jurídica de Chile en 1966 exponía que: "la época contemporánea se ha caracterizado por presentar al hombre imbuido de una auténtica voluntad de cambio, la que se gestó luego de su convencimiento íntimo acerca de los verdaderos valores, de su ordenación y de la finalidad que él persigue."

"El bien común, continúa expresando Lehuede Chaparro, finalidad del hombre que parece haber percatado solo en la época contemporánea ha dado cauce a la voluntad de cambio actual, ha precisado una nueva estructuración jurídica, originando una radical reforma de la institucionalización de la sociedad internacional, demostró la necesidad de acondicionar las estructuras existentes, dado que ya no satisfacían la superior aspiración del hombre. Había que estructurar dichas instituciones sobre la base de la aparente nueva finalidad, y en este proceso fue donde surgió, con vertiginosidad asombrosa, la nueva fórmula organizativa y ordenadora de la actuación de los hombres, la fórmula que les proporciona los elementos necesarios para la obtención del bien común, la fórmula que les garantizaría la constitución y la mantención de una unidad y un orden en su actuar mancomunado, la fórmula supranacional."

El mismo Hector Lehuede Chaparro propone, en su obra citada, tres supuestos o principios sobre los que se puede gestar esa nueva fórmula denominada supranacionalidad, ellos son:

· En cuanto a su finalidad: el Bien común. 

· En cuanto al requisito de sus componentes: La Soberanía. 

· En cuanto al ámbito espacial y cultural: un ámbito geográfico homogéneo y un material humano con rasgos culturales comunes. 

Después de treinta y siete años de esta publicación y de que la supranacionalidad es un concepto y forma de organización en avanzado estado de gestión, los elementos o supuestos que proponía Lehuede Chaparro nos parece que encierran validez, sobre todo con el avance acelerado de los procesos de regionalización que se vienen articulando en el mundo y específicamente en Latinoamérica.

El bien común, la soberanía, sobre todo en su aspecto externo y la comunidad cultural y homogeneidad en el ámbito territorial son elementos presentes en la regionalización.

Efectivamente, los procesos y acuerdos de integración buscan mejores condiciones de vida y mejores términos de intercambio para productos sujetos a los términos de comercialización del respectivo acuerdo, los Estados han comprendido y aceptado, que lo absoluto de la soberanía en el marco de los procesos de integración no sufre lesión jurídica ni política y que la comunidad e identidad cultural, étnica y las tradiciones comunes de pueblos afincados en espacios territoriales similares son elementos que proporcionan mejores niveles de integración.

Independientemente de lo señalado surge el tema y el problema de la ubicación y validez de normas que rigen comunidades integradas frente a la legislación nacional, problema antiguo, base de la dualidad de las normas jurídicas en el Derecho Internacional.

El avance de la globalización y el impacto del comercio internacional incide en los sistemas jurídicos formales y en la cultura jurídica en general requiriendo su actualización y modernización a efectos de que respondan a las expectativas de la aceleradamente cambiante realidad mundial.

El decir de Sergio López Ayllón "Existe una correlación entre la economía y el sistema jurídico, si esta cambia y se globaliza también el Derecho debe modificarse."
 

La pregunta es: ¿De qué manera y con qué alcances debe modificarse?

Es aquí donde hay que elaborar cuidadosamente el marco jurídico -político que a la vez que cree normas jurídicas nuevas e instituciones supranacionales que los apliquen, no produzcan contradicciones con la legislación interna, ni con los tribunales jurisdiccionales que la administran. La regionalización y la mundialización o globalización de las economías requieren de un marco jurídico especial y dinámico que permita la marcha segura de las relaciones comerciales y la solución de conflictos de manera apropiada en un mundo en acelerado proceso de expansión comercial.

La existencia de la supranacionalidad, de normas jurídicas y tribunales o instituciones de esa naturaleza, es ya un fenómeno que requiere especial atención de toda la comunidad internacional. No podemos sustraernos a su estudio, aunque su implementación sea un proceso más lento. Miguel de la Madrid Hurtado expresa al respecto: "pensar en un gobierno supranacional es ilusorio. Con la información disponible, es previsible que este proceso consuma más que todo el siglo próximo”. Si admitimos este razonamiento nos vemos en la necesidad de aceptar la subsistencia del Estado Nacional como base de la organización política de los países y de la organización internacional. Al mismo tiempo, el concepto de la soberanía entra en un proceso dinámico de adaptación, en el que será necesario encontrar un equilibrio entre la necesidad de mantener el Estado Nacional y la de mejorar, perfeccionar y ampliar la competencia de la Organización Internacional.
 

6.2. LA INTEGRACIÓN Y EL DERECHO CONSTITUCIONAL 

Como ya analizamos anteriormente los tratados internacionales son los que dan inicio a la integración de los Estados y se estructuran con apoyo en las Constituciones Nacionales de los Estados Miembros.

Significa ello que los tratados tienen carácter constitucional con efecto directo en los ordenamientos jurídicos nacionales; afirmación que respaldamos con el análisis en el anexo de legislación comparada de este trabajo referido a las Constituciones Políticas de diversas naciones. (Ver Anexo A)
De otra parte, podemos manifestar que el Derecho Comunitario emergente de la integración, tiene la misma estabilidad que deben tener las Constituciones Nacionales y en razón a su particular importancia debe contar también con un control especial para proteger la integridad y preeminencia de sus disposiciones y la exigibilidad de las normas derivadas, tal como suele ocurrir en los ordenamientos internos que estudiamos, es decir, debe existir un control de constitucionalidad, como lo tienen ya gran parte de las legislaciones de los países que han hecho de la integración una forma de lograr su prosperidad.

En lo que toca a la región, con el transcurso del tiempo esta previsión ha sido adoptada casi por todos los países miembros de la Comunidad Andina de Naciones y en su mayor parte por los demás Estados que forman bloques de integración regionales, tal como estudiaremos más adelante. La indicada previsión ha motivado la creación de una Constitución comunitaria emergente de los tratados que dieron a luz el Acuerdo de  Cartagena, cuyo desarrollo normativo debería aplicarse, de la misma manera en los  cinco países que lo conforman; sin embargo de lo expresado, han existido dificultades sobre el particular porque no siempre las Constituciones Nacionales han previsto la  integración de manera específica y clara.

Para poder erradicar este vacío jurídico opinamos por la necesidad de que un país, al adherirse a un proceso de integración, debe necesariamente resolver los problemas de orden constitucional que se le planteen, a fin de compatibilizar la norma  del Derecho Comunitario con la del Derecho Público Interno.

6.3. PAUTAS PARA LA ADECUACION CONSTITUCIONAL 

6.3.1. VISIÓN ETNOCENTRISTA

La visión etnocentrista de la Constitución Boliviana ha respondido a la corriente de pensamiento que tuvo vigencia en los años de la postguerra (del chaco), con diversos grados y matices, a ella obedecen las Constituciones de 1938, de 1945, de 1961 y de 1967. Es importante señalar que la modificación realizada a la Carta Magna en 1967 reguló la estructura normativa y la vida institucional del país hasta 1994, año en que se modifica nuevamente introduciéndose cambios en la denominada parte orgánica, vale decir, en lo relacionado con las estructuras del Estado, incluyendo las prefecturas y los municipios. Se destaca -entre otros- la creación del Tribunal Constitucional, el consejo de la Judicatura y el Defensor del Pueblo.

A partir de la apertura de los mercados y de la globalización, en lo económico y de la caída del muro de Berlín, en lo político se produce en el mundo una serie de cambios fundamentales que determinan la necesidad de establecer sistemas de integración que garanticen eficazmente el desarrollo armónico de los pueblos.

Las Constituciones modernas comienzan a incorporar principios concretos de Derecho Comunitario, asignando la responsabilidad que le concierne al Estado  con relación a las demás naciones. Una simple remisión a las constituciones de la Unión Europea respalda esta afirmación. La situación en Bolivia no puede ser distinta de la del resto del mundo, principalmente cuando se requiere encarar los desafíos del siglo XXI. 

Nuestro país, desde su primera Constitución Política del Estado, evidencia la inexistencia de principios de Derecho Internacional en general y en las más  contemporáneas la inexistencia de una política de integración, teniendo en cuenta que desde la década de 1960 Bolivia es parte de estos procesos. Si bien Bolivia reconoce la existencia del orden jurídico de los procesos de integración de los que forma parte, tanto en la Comunidad Andina de Naciones como en el MERCOSUR en las calidades ya conocidas, al haber sido aprobados constitucionalmente los diversos Tratados suscritos, es indispensable legítimizar su posición de respeto a la norma comunitaria en forma específica, en razón a que las menciones actuales de la Constitución Política del Estado son insuficientes por cuanto se limitan a señalar la competencia para la firma de Tratados, concordatos o convenios internacionales, pero de ninguna manera otorgan una orientación sobre la política de integración, toda vez que la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969 señala: “Una parte (Estado) no podrá invocar las disposiciones de su Derecho Interno como justificación del incumplimiento de un  tratado”.

Debe contrastarse la claridad de la posición del Derecho Interno ante el Derecho Internacional, respecto de la relación contraria: el Derecho Internacional aparece en el Derecho Interno de muy diversas maneras. La Constitución ha relegado el tema de la incorporación del Derecho Internacional. Si se considera que es necesario asegurar la eficacia de las obligaciones internacionales, debe pensarse en la incorporación del Derecho Internacional como un problema real con consecuencias prácticas para los Estados. 

Se debe optimizar el sistema de recepción de normas de Derecho Internacional que tome en cuenta los siguientes parámetros:

1. Obligaciones adquiridas por la sóla firma de tratados y convenciones

2. Recepción de Tratados y Convenciones internacionales ratificados.

3. Control Previo de la Constitucionalidad

Aunque cabe señalar que la Convención de Viena con respecto al último punto establece que los Estados solamente podrán alegar la violación de un Derecho fundamental para invalidar un tratado y surge la controversia en torno a las alegaciones de normas internacionales contrarias a la constitución que el TIJ  está considerando resolver en virtud de la costumbre internacional.

Dado el cúmulo de obligaciones internacionales que ha adoptado Bolivia, es esencial que se amplíe la concepción de las fuentes del Derecho Internacional que prevalecen en nuestro país para permitir su reconocimiento como un sistema de normas. Dicho reconocimiento se debe de hacer através de un adecuado mecanismo de incorporación, para darle eficacia. De acuerdo a las reglas de la responsabilidad internacional el incumplimiento de una obligación genera responsabilidad independientemente de su fuente. Un inadecuado sistema de incorporación  obstaculiza la eficacia de las obligaciones, y coloca al Estado en una posición más propensa a adquirir respomsabilidad internacional.

6.3.2. INCORPORACIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL EN LA CONSTITUCIÓN BOLIVIANA.

El esquema constitucional actual no propugna la tesis de la supremacía del Derecho Internacional sobre el Derecho Interno, sino que adopta la regla de que el Derecho Internacional es parte del nacional que ya si bien reconoce la fuerza de los tratados, convenciones y disposiciones de organismos supranacionales, no da a éstos un rango superior a las leyes que dictamine el Congreso de la República emanadas conforme a la Constitución, sino que el rango que les confiere a unos y otros es el mismo.

A pesar de que el Derecho interno no mencione otras fuentes de obligaciones que los Tratados Internacionales, como lo establece el Art. 38 de la Corte Internacional de Justicia, existen otras fuentes de obligaciones internacionales. Algunas cuestiones que permanecen sin resolverse en la constitución son:
1. Respecto de Tratados Internacionales
· Consecuencias legales de la firma de tratados sujetos a ratificación

· Jerarquía de los tratados respecto de las leyes, y la consecuencia de la ratificación de tratados contradictorios con la Constitución

2. Medios para evitar tales contradicciones       

3. Medios de Incorporación de la Costumbre Internacional

4. Medios de ejecución de Sentencias Internacionales en contra del Estado  

Es necesario recalcar que en el proceso de constituir la legislación constitucional, la misma debe contener un ordenamiento legal que oriente la política de integración del país, que delegue o transfiere ciertas competencias a organismos supranacionales permitiendo la aplicación directa del Derecho Comunitario y la primacía o preeminencia de sus normas frente al Derecho nacional o interno, para de esa manera fortalecer el ordenamiento jurídico boliviano en el avance de los procesos de integración existentes y por crearse. 
Bolivia debe incorporar normas relativas a la política de integración, nos permitimos presentar la siguiente sugerencia: que la Constitución Política del Estado, debe contar con una nueva estructura, de manera que contemple un Preámbulo y un Régimen o Capítulo Especial que se refiera a las relaciones exteriores e insertar en él normas relativas a la Integración, a todos los aspectos que de ella devienen como ser la cesión o delegación de competencias a organismos supranacionales y además en las normas referidas a las atribuciones de los Poderes de la Nación sobre Tratados y Convenios Internacionales, proceder a su modificación o adecuación al nuevo ordenamiento jurídico internacional.

El artículo 120 num. 9) de la Carta Magna boliviana al señalar la constitucionalidad de tratados y convenios internacionales, no hace ninguna referencia a las normas del Derecho Comunitario cuya función es establecer los acuerdos regionales vía Integración de los Estados. Este tema es también prioritario definirlo a fin de evitar conflictos de interpretación en el futuro.

Por lo mencionado, consideramos que parte de las reformas que se podrían introducir en la Carta Magna, contemplarían los siguientes aspectos como líneas maestras o principios insoslayables:

1. El Preámbulo de nuestra Constitución debería hacer mención a: Propugnar y consolidar la integración americana teniendo en cuenta los principios de la no-intervención y la autodeterminación de los pueblos.

2. El capítulo sobre Relaciones Exteriores, debe definir los principios en los que base su política de Estado y en lo que corresponde a la Integración debería manifestar:

- Bolivia firmará tratados o convenios internacionales que promueven y/o consoliden la integración económica, social y política con los demás Estados, cuyo objetivo sea común y propenda al desarrollo de sus pueblos; privilegiará sus relaciones con las naciones americanas que deseen conformar una comunidad de países del continente.

- Los Tratados o convenios internacionales celebrados para tener validez legal, deberán ser aprobados por el Congreso Nacional, formaran parte de la legislación vigente, serán de aplicación directa frente al ordenamiento jurídico interno de la nación y consecuentemente tendrán jerarquía superior a las leyes.

- Delegará competencias a organismos supranacionales mediante la celebración de tratados o convenios internacionales y bajo el principio de reciprocidad con otros Estados que formen parte de un proceso de integración, cuya finalidad sea alcanzar y consolidar el desarrollo económico, social, político y cultural de los pueblos.

En cuanto a las atribuciones de los Poderes del Estado y mencionadas ellas en nuestra Constitución, debería procederse a las siguientes modificaciones:

Artículo 59.- Son atribuciones del Poder Legislativo: 12°.- Aprobar o rechazar los tratados de integración que hubieran sido firmados por el Poder Ejecutivo con otros Estados. La decisión a adoptarse será por la mayoría absoluta de sus miembros. 

Artículo 96.- Son atribuciones del Presidente de la República: - Dirigir las relaciones exteriores del país y celebrar con otros Estados tratados y convenios internacionales, los que serán sometidos a consideración del Congreso Nacional para su ratificación.

Artículo 120.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional conocer y resolver:

- La constitucionalidad o inconstitucionalidad de los tratados y convenios internacionales firmados por el Estado, teniendo en cuenta la jerarquía otorgada a las normas del Derecho Comunitario señaladas en el capítulo referido a la integración.

Empero, considero que por la importancia y el avance del proceso de integración adoptado por el Estado boliviano y consiguientemente del Derecho Comunitario es menester su incorporación en la Constitución Política boliviana, otorgándole la jerarquía establecida en la pirámide Kelsiana. Para éste propósito en documento anexo del presente trabajo, se encuentra el Anteproyecto de ley de necesidad de reforma de la Constitución, a fin de materializar la propuesta, la misma debe contar con el tramite que marca la misma constitución dentro de las normas del Derecho Legislativo, contemplados en la Parte Segunda,  Título I, Capítulo V, Arts. 71 al 80 de la C.P.E. y el respectivo reglamento de debates, pero siempre bajo los lineamientos de lo determinado en los artículos 230 al 233 de la Constitución.

CONCLUSIONES 

1) Si bien Bolivia reconoce de hecho la existencia de un orden jurídico Internacional de los procesos de integración de los que forma parte, es indispensable legitimizar su posición de respeto a la norma comunitaria derivada en forma específica
2) Los artículos 59 num.12) y 96 núm. 2) de la Constitución Política del Estado son insuficientes por cuanto se limitan a señalar la competencia para la firma de Tratados, concordatos o convenios internacionales, pero de ninguna manera otorgan una orientación sobre la política de integración. 
3) De otra parte el artículo 120 núm. 9) de la Carta Magna boliviana al señalar la constitucionalidad de tratados y convenios internacionales, no hace ninguna referencia a las normas derivadas del Derecho Comunitario cuya función es establecer los acuerdos regionales vía Integración de los Estados.

4) La incorporación de los principios del Derecho Comunitario: la aplicación directa y la primacía, como órganos rectores dentro de nuestra normativa constitucional es un imperativo en los tiempos modernos, tal como ha sido demostrado .

5) Los procesos de integración son instrumentos que contribuyen al desarrollo no sólo de los Estados que los conforman, sino también de la región a la que pertenecen.
6) No podemos dejar de admitir la dimensión alcanzada por el fenómeno de la integración, proceso del cual surge una variable, materia o tema extra económico: el jurídico. Significa esto que todas aquellas decisiones políticas que se adopten para impulsar o consolidar los procesos de integración, no alcanzarán el éxito previsto si no contaran con los imprescindibles instrumentos jurídicos que transformen esa voluntad en normas jurídicas vinculantes.
7) Bolivia, desde la primera  Constitución Política del Estado de 1826, evidencia la inexistencia de principios y normas sobre integración y del Derecho Internacional en general, si tomamos en cuenta que desde la década de 1960 Bolivia es parte de estos procesos
8) Bolivia debe adoptar una verdadera política de integración, congruente con una normativa constitucional que respalde jurídicamente su labor, tal cual acontece con las constituciones nacionales de otros países.

RECOMENDACIONES

Al haber demostrado la necesidad de que Bolivia debe incorporar normas relativas a la política de integración, me permito presentar la siguientes sugerencias:

Que la Constitución Política del Estado, a ser reformulada, deba contar con un Preámbulo y un Régimen, Capítulo Especial o Articulado preciso al respecto, que adopte una actitud referida a las relaciones exteriores e insertar en él, normas relativas a la Integración, en  todos los aspectos que de ella devienen, como ser la delegación de competencias a organismos supranacionales y la asimilación de las normas derivadas.

Definir normas que orienten la política exterior, a fin de dotar  a los tres órganos fundamentales de  instrumentos que permitan: al Órgano Ejecutivo desarrollar políticas orientadas hacia la integración; al Órgano Legislativo como marco para una adecuada función de fiscalización; y por último al Organo Judicial para adecuar su conducta y ejercicio jurisdiccional a los fundamentos del Derecho Comunitario, dentro del nuevo ordenamiento jurídico internacional.

Si concebimos a la legislación constitucional como un documento que hace a la personalidad jurídica de los Estados, la misma debe contener un ordenamiento que oriente la política de integración del país, que delegue o transfiere ciertas competencias a organismos supranacionales, permitiendo la aplicación directa del Derecho Comunitario y la primacía o preeminencia de sus normas frente al Derecho Interno, para de esta manera establecer el marco jurídico e institucional de cooperación e integración económica y física que contribuya a la creación de un espacio económico ampliado que tienda a facilitar la libre circulación de personas, bienes y servicios para la plena utilización de la capacidad y  los  factores productivos. 
En cuanto al marco legal y jurisdiccional: en la búsqueda de la eficacia del Derecho Internacional y del Derecho Comunitario, se requiere que nuestro Estado formule un sistema de incorporación de disposiciones de organismos internacionales, que elimine  las contradicciones entre esas y las  internas y las obligaciones que adquiere nuestro Estado con el exterior.

Respecto a las obligaciones internacionales, se deben considerar tres rubros importantes:

· Los tratados y convenciones internacionales en el momento de su firma y ratificación

· La costumbre internacional

· Las decisiones judiciales internacionales

Considerar la posibilidad de expresar en el texto constitucional, la jerarquía de los Instrumentos Internacionales respecto de las leyes; el control previo de la constitucionalidad, respecto de la firma de Instrumentos internacionales; la incorporación de la costumbre internacional según la interprete el Tribunal Constitucional y la inclusión de facultades expresas para que los tribunales de justicia interna implementen las decisiones judiciales de los procesos en los que Bolivia sea parte.            

En cuanto la perdida de soberania: debe primar el enfoque integrador, tomando en cuenta que en la actualidad formamos parte de una comunidad mayor, la pérdida eventual de soberanía debe entenderse como una delegación voluntaria de parte del Estado a un organismo supranacional, de la cual se forma parte. Dicha “perdida” es nominal, por cuanto es un efecto de la apertura hacia los procesos integradores en el entendido de que no puede un país vivir aislado y ajeno a los procesos comunitarios; la política estatal externa e interna debe ser orientadora, en ese sentido.   
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ANEXOS

ANEXO A

LEGISLACIÓN CONSTITUCIONAL COMPARADA

Consideraciones Iniciales

Es indudable la importancia que revierte el análisis de otras Constituciones Políticas de diversos países a fin comprender la manera o forma en que establecen su ordenamiento jurídico en relación con la política de integración que adoptan y su implicancia con el Derecho Comunitario.

No todas por supuesto son más precisas que otras, sin embargo de manera general podemos indicar que han logrado adecuar su normatividad a las nuevas realidades del Derecho Internacional en forma general y a la política integracionista particularmente, evitando así cualquier discernimiento que trate de vulnerar la preeminencia de su ordenamiento jurídico comunitario, objeto del presente estudio.

Constituciones Políticas de Países Parte del MERCOSUR

De la revisión de las normas constitucionales de Argentina y Paraguay no ofrecen ninguna dificultad para llegar a la conclusión de que permiten la transferencia de competencias legislativas y ejecutivas hacia un eventual órgano que tendría la capacidad de emitir Derechos".

Afirmación que es cierta y real tal como constataremos seguidamente en el estudio de las diversas normas constitucionales: 

Constitución Política de la Argentina

Promulgada en 22 de agosto de l994, compromete su relacionamiento con otros Estados y manifiesta en su capítulo primero referido a Declaraciones, Derechos y Garantías, específicamente en el artículo 27:

"El Gobierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y comercio con las potencias extranjeras por medio de los tratados que estén en conformidad con los principios del Derecho público establecidos en esta Constitución".

En cuanto se refiere a las Atribuciones del Congreso en el capítulo cuarto, artículo 75 numeral 22) el texto fundamental argentino, señala:

"Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con  organizaciones internacionales..... Los Tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes".

Por su parte el numeral 24 de la misma disposición jurídica, hace mención puntualmente a la materia de integración y a los correspondientes entes supranacionales que como consecuencia de su participación en este proceso pudieran surgir; pero además, es importante destacar que hace mención a la jerarquía que tienen los tratados dentro de su ordenamiento legal y al modus operandi en lo que corresponde a su aprobación legislativa, lo que permite brindar, no solo por este último aspecto sino por  todo lo mencionado, la necesaria seguridad jurídica a quienes se hallan inmersos en una política integracionista, al manifestar lo siguiente:

"Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a  organizaciones supraestatales en condiciones de reciprocidad e igualdad y que respeten el orden democrático y los Derechos humanos. Las normas dictadas en consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes".

"La aprobación de estos tratados con Estados de Latinoamérica requerirá la mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara...".

Finalmente la Carta Magna argentina señala en su artículo 99 las atribuciones del Poder Ejecutivo y específicamente en su numeral 11, manifiesta:

"Concluye y firma tratados, concordatos y otras negociaciones requeridas para el mantenimiento de buenas relaciones con las organizaciones internacionales y las  naciones extranjeras...".

Constitución Nacional del Paraguay

Promulgada el 20 de junio de l992, constituye una de las más avanzadas en el campo de la integración y "no tiene obstáculos de orden constitucional que impidan la posibilidad de integrar órganos supranacionales"
 . 

En el Preámbulo del texto constitucional que analizamos, señala que el pueblo paraguayo ratifica la soberanía e independencia nacionales pero integradas a la comunidad internacional.

Sobre la supremacía de su carta magna manifiesta en el capítulo I del título I correspondiente a la parte II de la Constitución, en su artículo 137:

"La ley suprema de la República es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales aprobados y ratificados, dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en su consecuencia, integran el Derecho positivo nacional".

A continuación contempla un capítulo especial, el segundo, sobre las relaciones internacionales del Estado paraguayo, lo que patentiza su el interés de apoyar los procesos de integración, aceptando dentro de su normatividad interna o nacional las que hacen al Derecho comunitario y por ende de aceptación de un ordenamiento jurídico internacional, tal como pasamos a evidenciar:

Artículo 141."Los tratados internacionales válidamente celebrados, aprobados por ley del Congreso, y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, forman parte del ordenamiento legal interno con la jerarquía que determina el artículo 137".

En lo que corresponde a los principios a los que somete su relación internacional establece varios y destacamos para el presente trabajo, los siguientes:

Artículo 143.- "La República del Paraguay, en sus relaciones internacionales, acepta el Derecho Internacional y se ajusta a los siguientes principios: 3) La igualdad jurídica entre los Estados. 4) La solidaridad y cooperación internacionales".

En el siguiente artículo hace mención a la guerra, renunciando a ella sin renunciar al principio de la legítima defensa remarcando el respeto que tiene a los convenios internacionales, tal como manifiesta en su última parte Artículo 144.- ".............. Esta declaración es compatible con los Derechos y obligaciones del Paraguay en su carácter de miembro de la Organización de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, o como parte en los tratados de integración".

Y como manifestamos líneas arriba, la Constitución analizada, considerada de avanzada en el tema de relaciones internacionales y por ende de la integración, contiene de igual manera una norma referida a la supranacionalidad jurídica, aceptando la vigencia de ésta y delegando consiguiente y fundamentalmente competencias, tal cual señala el artículo 145:  "La República del Paraguay, en condiciones de igualdad con otros Estados, admite un orden jurídico supranacional que garantice la vigencia de los Derechos humanos, de la paz, de la justicia, de la cooperación y del desarrollo, en lo político, económico, social y cultural".

En lo que toca a los deberes y atribuciones del Congreso, el artículo 202 en su num. 9) de la Constitución está la de: "Aprobar o rechazar los tratados y demás acuerdos internacionales suscritos por el Poder Ejecutivo".

Finalmente el artículo 238 num. 7) se refiere a la atribución y deber que tiene el Presidente de la República encargándole el manejo de las relaciones exteriores de la nación, consecuentemente de "negociar y firmar tratados internacionales".

Constitución Política de la República Federativa del Brasil

Promulgada en 5 de octubre de l988, dispone de una cláusula de habilitación en materia de integración la que se encuentra en el artículo 4 párrafo único, que dice: "La República Federativa del Brasil buscará la integración económica, política, social y cultural de los pueblos de América Latina, buscando la formación de una comunidad latinoamericana de naciones".

Esta norma se ha llegado a constituir en vital para la relación del Brasil no sólo con los países que integran el MERCOSUR, sino con la propia Comunidad Andina de Naciones y en general con los demás países americanos, promoviendo incluso en  contraposición con el ALCA propuesto por la administración gubernamental de George W. Bush, la creación del ALSA, es decir la Asociación de Libre Comercio Sud Américana, idea que está siendo estudiada muy seriamente por los países interesados en lograr una integración latinoamericana.

De igual manera es importante la norma a la que nos hemos referido, por cuanto se la ha llegado a caracterizar por el tratadista, Dr. Alejandro Perotti, como "una habilitación de delegación de competencias," que surge -prosigue- "desde el momento en que la nación brasilera forma parte de un tratado que constituye un mercado común, cuya condición prioritaria es la transferencia de competencias". Sin embargo de lo anotado considera el tratadista indicado, haciendo mención al Ministro Resec, ex magistrado del Supremo Tribunal de Brasil y actualmente magistrado de la Corte Internacional de La Haya, que es necesario considerar en la Constitución del Brasil, que esa delegación de competencias sea más precisa, como lo son los textos fundamentales de Argentina y Paraguay, para evitar interpretaciones contradictorias sobre el Derecho comunitario emergente de un proceso de integración.

Sobre este particular corresponde hacer mención a un fallo dictado por el supremo Tribunal del Brasil, cuyo relator fue el Ministro Celso de Melo, en un caso en el que se estudió el Derecho del MERCOSUR y la cláusula constitucional indicada arriba, en el año l998. En esa sentencia se establece que en el MERCOSUR no existe Derecho Comunitario, es decir que se niega su primacía y su aplicación directa e inmediata y por tanto no reconoce la transferencia de competencia comentada.

El autor Roberto Ruiz Díaz,
.- en relación a este último aspecto se refiere a Eduardo Caputo Bastos que sobre el particular señala: "Cotejando lo dispuesto en las Constituciones de Argentina y Paraguay, se verifica que la participación de Brasil en el MERCOSUR carece de definición constitucional en dos aspectos: a) preeminencia de los tratados sobre el Derecho federal, en razón de la ausencia de norma de prioridad; b) imposibilidad del país de someterse a un orden jurídico supranacional, en razón de la primacía del Derecho constitucional sobre el Derecho Internacional, y por qué no decirlo, sobre la futura norma comunitaria"

Esas opiniones más el análisis de la sentencia mencionada arriba, han motivado en los legisladores de la República Federativa del Brasil a estudiar las enmiendas necesarias para introducirlas en su Constitución y evitar de esa manera consideraciones contrarias a la política de integración en la que se encuentra y además a las que alienta.

En lo demás la Constitución hace referencia, a las siguientes atribuciones: El artículo 21, señala sobre las competencias de la Unión de los Estados del Brasil:

I.- "Mantener relaciones internacionales y participar de organizaciones internacionales"

El artículo 84 sobre las atribuciones del Presidente de la República, indica VIII.- "Celebrar tratados, convenciones y actos internacionales sujetos a referendo del Congreso Nacional".

Finalmente sobre las competencias del Congreso Nacional, señala en su artículo 49 numeral I, lo siguiente: "Resolver definitivamente sobre los tratados, acuerdos y actos internacionales...".

Examinando estas últimas disposiciones y la jerarquía del Derecho Comunitario frente a la Constitución del Brasil, Patricia Luíza Kegel 
, menciona: "El Brasil adopta una  postura dualista en relación al orden jurídico internacional. La Constitución de l988 concede competencias para celebrar tratados al Presidente del país y a su vez fija exclusividad al Congreso Nacional para resolver definitivamente sobre ellas, finalmente la Constitución no contempla disposiciones sobre las relaciones entre la norma internacional y nacional".

Constitución Política de la República Oriental del Uruguay

Promulgada en 1971 contempla en su normativa la decisión adoptada para la solución de controversias en caso de conflictos y una posición limitada sobre la posibilidad de integrar órganos supranacionales o supra estatales.

El artículo 6 de la Constitución uruguaya expresa: "En los tratados internacionales que celebre la República propondrá la cláusula de que todas las diferencias que surjan entre las partes contratantes, serán decididas por el arbitraje u otros medios pacíficos".

La República procurará la integración social y económica de los Estados Latinoamericanos, especialmente en lo que se refiera a la defensa común de sus productos y materias primas...".

En cuanto a las atribuciones del Poder Legislativo ejercido por la Asamblea General, en su artículo 84 num.7, manifiesta: "...aprobar o reprobar por mayoría absoluta de votos del total de sus componentes de cada Cámara, los tratados de paz, alianza, comercio y las convenciones o contratos de cualquier naturaleza que celebre el Poder Ejecutivo con potencias extranjeras".

La carta magna que analizamos a su vez dispone, dentro las atribuciones del Presidente de la República que deberán actuar conjuntamente con los Ministros de área o con su Consejo de Ministros, en su artículo 168 num. 2°) lo siguiente: " Concluir y suscribir tratados, necesitando para ratificarlos la aprobación del Poder Legislativo".

Por lo demás, el texto constitucional del Uruguay no cuenta con una disposición legal que resuelva el problema de la jerarquía de los Tratados y las leyes comunes.

Sobre el particular Roberto Ruíz Días Labrano
, citando a Caputo Bastos en su análisis acerca de la integración y consiguientemente para la forma de solucionar posibles problemas que pudieran surgir entre el ordenamiento jurídico supranacional y el constitucional se debe "proceder a la reforma de la Constitución, de tal forma que autorice a los órganos internos competentes, a asumir los compromisos de la integración". Esta opinión, entre otras, ha permitido a la Comisión Redactora de las modificaciones a la Constitución del Uruguay, que proceda a un profundo análisis sobre el tema teniendo en cuenta sobre todo su participación en el MERCOSUR y sugiera la adecuación de su texto constitucional a los nuevos avances del proceso de integración no solo latinoamericano sino mundial, tal cual también es intención de la República del Brasil como hemos explicado y analizado líneas arriba.

Constituciones Políticas de los países miembros de la Comunidad Andina De Naciones

Para concluir con el capítulo sobre Legislación comparada corresponde el análisis de las Constituciones Políticas de los Estados que forman parte de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), las que con el transcurso del tiempo han ido incorporando enunciaciones y declaraciones expresas de adhesión a principios internacionales y de aceptación de los procesos de integración e incluso aceptación expresa de un orden jurídico supranacional, tal como pasamos a constatar, fundamentalmente, en los dos siguientes textos fundamentales.

Constitución Política de Colombia 

Contempla dentro de su normativa aspectos que en general, favorecen la posibilidad de pertenecer a esquemas de integración y de formar parte de órganos supranacionales. Ya en su preámbulo manifiesta que:

"El pueblo de Colombia en ejercicio de su poder soberano..................... y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana decreta, sanciona y promulga la siguiente C.P.C.".

De la misma manera en el artículo 9 párrafo segundo orienta su política exterior "hacia la integración latinoamericana y del Caribe", y en la primera parte señala: "Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto de la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios del Derecho Internacional aceptados por Colombia".

En lo que toca a las funciones específicas del Congreso, el artículo 150 numeral 16 de la legislación colombiana deja establecida la facultad de delegar ciertas competencias cuyo objetivo sea la integración, al manifestar: "Aprobar e improbar los tratados que el Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de Derecho Internacional. Por medio de dichos tratados podrá el Estado, sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, transferir parcialmente determinadas atribuciones que tengan por objeto consolidar la integración económica con otros Estados".

Tal como acontece con las Constituciones analizadas anteriormente otorga a su Presidente en el articulo 118 numeral 3 las facultades de: "Dirigir las relaciones internacionales.....y celebrar con otros Estados y entidades de Derecho Internacional tratados o convenios que se someterán a la aprobación del Congreso".

De igual manera esta norma prevé un capítulo especial sobre sus Relaciones Internacionales, condicionando que cualquier tratado para que tenga validez debe ser aprobado por el Congreso, otorgando al Presidente de la República la posibilidad de dar aplicación provisional de algún tratado cuya naturaleza sea económica o comercial emergentes de un organismo internacional, tal como reza el artículo 226.

Dentro de este capítulo el artículo 227 de la ley fundamental colombiana ratifica su postura integracionista y con un sentido previsor propone, muy inteligentemente en su última parte, no sólo a su país sino también a los que forman parte de la CAN que: :...La ley podrá establecer elecciones directas para la constitución del Parlamento Andino y del Parlamento Latinoamericano".

La primera parte de esta disposición, decíamos líneas arriba, confirma la posición que tiene el pueblo colombiano sobre la integración y luego hace mención a organismos supraestatales que permitan una positiva administración comunitaria en todos sus ámbitos al manifestar:

"El Estado promoverá la integración económica, social y política con las demás naciones y especialmente, con los países de América Latina y del Caribe mediante la celebración de tratados que sobre bases de equidad, igualdad y reciprocidad, creen organismos supranacionales, inclusive para conformar una comunidad latinoamericana de naciones".

Y, como una muestra de respeto a los esquemas o procesos de integración de los que es parte, en el artículo 58, prescribe: "Autorízase al Gobierno Nacional para ratificar los tratados o convenios celebrados que hubieran sido aprobados, al menos, por una de las Cámaras del Congreso de la República".

Constitución Política de Venezuela

Promulgada en fecha 30 de diciembre de 1999, prescribe también dentro de sus normas disposiciones favorables a la integración de los pueblos a partir de su preámbulo, cuando afirma su decisión de consolidar "la integración latinoamericana de acuerdo con el principio de la no intervención y autodeterminación de los pueblos".

Dentro el capítulo primero tiene una sección especial, referida exclusivamente a las relaciones internacionales y a impulsar la integración, fundamentalmente, dentro del continente americano; como emergencia de este esquema adopta la decisión de delegar competencias a entes supranacionales e incluye dentro de su ordenamiento los principios básicos del Derecho Comunitario a los que nos referimos anteriormente.

Esta norma es ejemplar en el contexto latinoamericano y una muestra de adecuación constitucional de las normas que emergen de toda relación de integración.

Por sí sola la Constitución Política venezolana demuestra el gran avance que sobre la materia de estudio ha realizado, convirtiéndose ni duda cabe, en modelo de las demás cartas fundamentales de los Estados latinoamericanos en materia de integración, política ésta que la ha caracterizado en claro homenaje y consecuencia a la actitud del Libertador Simón Bolívar de crear una sola nación en esta parte del continente americano.

El artículo 152 sobre la relaciones internacionales de Venezuela, manifiesta que: "...responden a los fines de soberanía y de los intereses del pueblo...". 

El artículo 153 a su vez, indica sobre la integración específicamente: "La República promoverá y favorecerá la integración latinoamericana y caribeña en aras de avanzar hacia la comunidad de naciones defendiendo los intereses económicos, sociales, políticos y ambientales de la región".

Prosigue luego con una posición coincidente con la Constitución de Colombia, cuando se refiere a la cesión de competencia a otras organizaciones; es más, otorga al Derecho Comunitario la primacía o prioridad debida en relación a la norma interna de su país, al manifestar:

"La República podrá suscribir tratados internacionales que conjuguen y coordinen esfuerzos para promover el desarrollo común de sus naciones...Para estos fines, la República podrá atribuir a organizaciones supranacionales, mediante tratados, el ejercicio de las competencias necesarias para llevar a cabo estos procesos de integración".

"Dentro de las políticas de integración y unión con Latinoamericana y el Caribe, la República privilegiará relaciones con Iberoamérica, procurando sea una política común de toda nuestra América Latina".

"Las normas que se adopten en el marco de los acuerdos de integración serán consideradas parte integrante del ordenamiento legal vigente y de aplicación directa y preferente a la legislación interna".

En los dos siguientes artículos la norma venezolana se refiere al modus operandi para la aprobación de los tratados y a la estipulación en estos de una cláusula expresa para acudir a la solución de controversias por la vía pacífica.

Finalmente en los artículos 186 num. 18) da cuenta de la potestad legislativa para aprobar los tratados o convenios internacionales y en el 236 num. 4) menciona la atribución y obligación presidencial para "dirigir las relaciones exteriores de la República y celebrar y ratificar los tratados, convenios o acuerdos internacionales".

Constitución Política del Ecuador

Promulgada el 5 de junio de 1998 si bien no es tan precisa como las anteriores contempla en su ordenamiento jurídico normas que hacen a su relación internacional y al proceso de integración en particular, lo que es un avance digno de ponderar y, tal como mencionaremos más adelante, incorpora a ese ordenamiento la potestad de delegar competencias a organismos supranacionales.

Dentro de los principios fundamentales a los que se refiere la Constitución de la República del Ecuador, el artículo 4 hace mención a sus relaciones con la comunidad internacional y manifiesta, entre otros:

· "Proclama la paz, la cooperación como sistema de convivencia y la igualdad jurídica de los Estados".

· "Declara que el Derecho Internacional es norma de conducta de los Estados en sus relaciones recíprocas y promueven la solución de controversias por métodos jurídicos y pacíficos".

· "Propicia el desarrollo de la comunidad internacional, la estabilidad y el fortalecimiento de sus organismos".

· "Propugna la integración, de manera especial la andina y latinoamericana".

En el artículo 5 opta por el acercamiento o relación con otros países e indica:

"El Ecuador podrá formar asociaciones con uno o más Estados, para la promoción y defensa de los intereses nacionales y comunitarios".

De la misma manera que la Constitución venezolana la ecuatoriana tiene un capítulo especial, el sexto, sobre los tratados y convenios internacionales, otorgando facultades a su Congreso para aprobarlos e improbarlos, cuando ellos:

· "...comprometan al país en acuerdos de integración".

· "Atribuyan a un organismo internacional o supranacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución o la ley".

Seguidamente este capítulo señala el procedimiento legislativo para la aprobación de los tratados y convenios internacionales y el artículo 163, los inserta dentro de su legislación y les da la preeminencia o primacía pertinente, temas éstos de vital importancia para la vigencia del Derecho Comunitario en el Derecho ecuatoriano y consecuentemente en su política de integración, al indicar:

"Las normas contenidas en los tratados y convenios internacionales, una vez promulgados en el Registro Oficial, formarán parte del ordenamiento jurídico de la República y prevalecerán sobre leyes y otras normas de menor jerarquía".

Similarmente a las otras constituciones ésta otorga facultades al Presidente de la República para:

· "Cumplir y hacer cumplir la Constitución, las leyes, los tratados y los convenios internacionales...".

· "....dirigir las relaciones internacionales, celebrar y ratificar los tratados y convenios internacionales...".

En cuanto a la garantía jurídica que requiere toda fase de integración el artículo 274, señala:

"Cualquier juez o tribunal en las causas que conozca podrá declarar inaplicable, de oficio o a petición de parte, un precepto jurídico contrario a las normas de la Constitución o de los tratados y convenios internacionales, sin perjuicio de fallar sobre el asunto controvertido".

Por último el artículo 276 num. 5) de este texto instruye al Tribunal Constitucional del Ecuador adecuarse a la normatividad vigente, entre los que incluye a los tratados y convenios internacionales, en respaldo a lo estipulado en el artículo 163 al manifestar:

"Dictaminar de conformidad con la Constitución, tratados o convenios internacionales, previo a su aprobación por el Congreso Nacional".

Constitución Política Del Estado del Perú

Promulgada en 20 de diciembre de l993, dentro de sus disposiciones contempla normas relativas a la integración e incluye en su ordenamiento jurídico las que emergen del Derecho Comunitario, además de contar con otras estipulaciones sobre el tema:

El artículo 43 relativo a los deberes del Estado peruano indica, entre otros: "...promover la integración, particularmente latinoamericana...".

De igual manera que otras Constituciones tiene un régimen o capítulo especial, el segundo, sobre los tratados e indica el artículo 55, lo siguiente: "Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del Derecho nacional".

Los siguientes artículos de este capítulo hacen referencia a la forma de aprobación de los tratados por parte del Congreso, a la facultad del Presidente de la República para celebrarlos o ratificarlos y a la denuncia de los mismos cuando sean contrarios a la Constitución.

Finalmente otorga al Presidente de la nación y al Congreso, similares competencias que las mencionadas en el tema de la integración, en la Constitución del Ecuador.

ANEXO B

ANTEPROYECTO DE LEY DE NECESIDAD DE REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO

I. Presentación: 

La Carta Magna precisa cambios. En un mundo altamente globalizado de los procesos de Integración a nivel regional es uno de los  motor que impulsa el crecimiento y donde el desarrollo sostenible es el objetivo común de las naciones, es imperativo tener un marco legal adecuado que facilite un accionar integrador entre los distintos sistemas de integración y nuestro país. Es necesario modificar la filosofía, hacia un principio de complementación jurídica entre las normas de Derecho Internacional de la Integración o Comunitario y las Normas de Derecho Público Interno.

Esta es la filosofía de la época moderna en que vivimos, la cual conceptualiza el Proyecto de Ley de Necesidad de Reformas a la Constitución Política del Estado que estamos proponiendo. Tenemos el firme convencimiento que las reformas jurídicas en este trabajo son necesarias frente a los cambios profundos que atraviesa el mundo.

Presentamos este trabajo seguros que se estará cumpliendo con una necesidad nacional.

II. Exposición de Motivos

Nuestro país, desde su primera Constitución Política del Estado, evidencia la inexistencia de principios de Derecho Internacional en general y en las más  contemporáneas la inexistencia de una política de integración, teniendo en cuenta que desde la década de 1960 Bolivia es parte de estos procesos. Si bien Bolivia reconoce la existencia del orden jurídico de los procesos de integración de los que forma parte, tanto en la Comunidad Andina de Naciones como en el MERCOSUR en las calidades ya conocidas, al haber sido aprobados constitucionalmente los diversos Tratados suscritos, es indispensable legítimizar su posición de respeto a la norma comunitaria en forma específica, en razón a que las menciones actuales de la Constitución Política del Estado son insuficientes por cuanto se limitan a señalar la competencia para la firma de Tratados, concordatos o convenios internacionales, pero de ninguna manera otorgan una orientación sobre la política de integración.

De otra parte el artículo 120 núm. 9) de la Carta Magna boliviana al señalar la constitucionalidad de tratados y convenios internacionales, no hace ninguna referencia a las normas del Derecho Comunitario cuya función es establecer los acuerdos regionales vía Integración de los Estados. Este tema es también prioritario definirlo a fin de evitar conflictos de interpretación en el futuro.

Es necesario recalcar que en el proceso de constituir la legislación constitucional, la misma debe contener un ordenamiento legal que oriente la política de integración del país, que delegue o transfiere ciertas competencias a organismos supranacionales permitiendo la aplicación directa del Derecho Comunitario y la primacía o preeminencia de sus normas frente al Derecho nacional o interno, para de esa manera fortalecer el ordenamiento jurídico boliviano en el avance de los procesos de integración existentes y por crearse. Es por demás recalcar la necesidad de que Bolivia debe incorporar normas relativas a la política de integración, nos permitimos presentar la siguiente sugerencia: que la Constitución Política del Estado, a ser reformulada, debe contar con una nueva estructura, de manera que contemple un Preámbulo y un Régimen o Capítulo Especial que se refiera a las relaciones exteriores e insertar en él normas relativas a la Integración, a todos los aspectos que de ella devienen como ser la cesión o delegación de competencias a organismos supranacionales y además en las normas referidas a las atribuciones de los Poderes de la Nación sobre Tratados y Convenios Internacionales, proceder a su modificación o adecuación al nuevo ordenamiento jurídico internacional.

III. Estructura de la reforma.

La reforma constitucional se plantea en función a los aspectos centrales del Derecho Comunitario e Integración, con los fundamentos señalados, siguiendo la estructura fundamental normativa del ordenamiento jurídico.

Metodológicamente, se presenta el texto actual y la versión reformada de cada uno de los artículos, dentro del contexto correspondiente al orden expositivo.

Finalmente, con el propósito de brindar el sentido y finalidad de toda Constitución, se tiene que ésta se presenta como:

· La expresión de los valores de un orden, de tal modo que en la medida en que el ordenamiento constitucional entraña verdaderamente la supremacía de unos valores, es verdadero orden fundamental.

· La estructura esencial del orden, y ello en cuanto contiene el mínimo de elementos necesarios para que ese orden jurídico pueda existir, imprimiéndole a la par una forma específica.

· El orden fundamental, por cuanto se nos presenta como la base misma, el punto de apoyo sobre el que descansa el resto del ordenamiento jurídico.

De ahí que, "la reforma constitucional no sólo coadyuva positivamente al logro de la estabilidad y permanencia de la norma suprema, sino que, responde a la ineludible necesidad de adecuación de la realidad jurídica a la realidad política. Como dice Loewenstein, cada Constitución es un organismo vivo, siempre en movimiento como la vida misma, y está sometido a la dinámica de la realidad, que jamás puede ser captada a través de fórmulas fijas".

La redefinición del rol del Estado en materia de relaciones exteriores, la vigencia de los procesos de integración comunitaria y, por lo tanto, la asignación de nuevas responsabilidades, constituyen cambios tan trascendentales que son argumentos de fondo para justificar la urgencia de la reforma.

Al respecto, y de modo definitivo, "la Constitución debería hacer explícito los  principios del Derecho Comunitario, Derecho de Integración que forman parte del Derecho Internacional Público.

Es este sentido, la estructura de la reforma propuesta es la siguiente:

Ante proyecto de Ley de Necesidad de Reforma constitucional
EL H. CONGRESO NACIONAL,

D E C R E T A:
Artículo primero.-

De conformidad a la Parte Cuarta, título segundo de la Constitución Política del Estado, declarase la necesidad de reforma de los artículos: 59º, 96º, 120º,  del texto constitucional, los cuales quedan modificados de la siguiente manera:

PARTE SEGUNDA

EL ESTADO BOLIVIANO

TITULO PRIMERO

PODER LEGISLATIVO

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Texto actual:

Artículo 59º

12º Aprobar los tratados, concordatos y convenios internacionales. 

Texto reformado:

  ARTÍCULO 59.- Son atribuciones del Poder Legislativo:   

12°.- Aprobar o rechazar los tratados de integración que hubieran sido firmados por el Poder Ejecutivo con otros Estados. La decisión a adoptarse será por la mayoría absoluta de sus miembros. 

TITULO SEGUNDO

PODER EJECUTIVO

CAPITULO I

PRESIDENTE DE LA REPUBLICA
Texto actual:

Artículo 96º

2º Negociar y concluir tratados con naciones extranjeras; canjearlos, previa ratificación del Congreso.

ARTÍCULO 96.- Son atribuciones del Presidente de la República: 

2º Dirigir las relaciones exteriores del país y celebrar con otros Estados tratados y convenios internacionales, los que serán sometidos a consideración del Congreso Nacional para su ratificación.

TITULO TERCERO

PODER JUDICIAL

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO III

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Texto actual:

Artículo 120º

9º  La constitucionalidad de tratados o convenios con gobiernos extranjeros u organismos internacionales; 

ARTÍCULO 120.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional conocer y resolver:   

9º La constitucionalidad o inconstitucionalidad de los tratados y convenios internacionales firmados por el Estado, teniendo en cuenta la jerarquía otorgada a las normas del Derecho Comunitario señaladas en el capítulo referido a la integración 

Artículo segundo.- 

Insértese en el Preámbulo de nuestra Constitución el siguiente texto

“Propugnar y consolidar la integración americana teniendo en cuenta los principios de la no intervención y la autodeterminación de los pueblos.”

Artículo tercero.-

Incorpórese como Capítulo nuevo dentro de la Parte Segunda, Título Segundo de la Constitución Política del Estado el siguiente régimen de Relaciones Exteriores que figurará como Capítulo III intitulado “DEL RÉGIMEN DE RELACIONES EXTERIORES” a continuación  del Capítulo II denominado “MINISTROS DE ESTADO”

PARTE SEGUNDA

EL ESTADO BOLIVIANO

TITULO SEGUNDO

PODER EJECUTIVO

CAPITULO III

DEL REGIMEN EXTERIOR

ARTÍCULO .....  Bolivia firmará tratados o convenios internacionales que promueven y/o consoliden la integración económica, social y política con los demás Estados, cuyo objetivo sea común y propenda al desarrollo de sus pueblos; privilegiará sus relaciones con las naciones americanas que deseen conformar una comunidad de países del continente. 

ARTÍCULO….. Los Tratados o convenios internacionales celebrados para tener validez legal, deberán ser aprobados por el Congreso Nacional, formaran parte de la legislación vigente, serán de aplicación directa frente al ordenamiento jurídico interno de la nación y consecuentemente tendrán jerarquía superior a las leyes.

ARTÍCULO..... Delegará competencias a organismos supranacionales mediante la celebración de tratados o convenios internacionales y bajo el principio de reciprocidad con otros Estados que formen parte de un proceso de integración, cuya finalidad sea alcanzar y consolidar el desarrollo económico, social, político y cultural de los pueblos.

ANEXO C

MODALIDADES DE REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

ARGENTINA
Artículo 30.- La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de dos terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una Convención convocada al efecto. 

CHILE
Artículo 116.- Los proyectos de reforma de la Constitución podrán ser iniciados por mensaje del Presidente de la República o por moción de cualquiera de los miembros del Congreso Nacional, con las limitaciones señaladas en el inciso primero del artículo 62.... 

COLOMBIA
Artículo 375.- Podrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los conejales o de los diputados y los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente. 

El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será publicado por el Gobierno. En el segundo período la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada Cámara. 

En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el primero. 

ECUADOR
Artículo 281.- Podrán presentar proyectos de reforma constitucional ante el Congreso Nacional, un número de diputados equivalente al veinte por ciento de sus integrantes o un bloque legislativo; el Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal Constitucional o un número de personas en ejercicio de los Derechos políticos, cuyos nombres consten en el padrón electoral, y que equivalga al uno por ciento de los inscritos en él. 

PARAGUAY
Artículo 289.- DE LA REFORMA 

La reforma de esta Constitución sólo procederá luego de diez años de su promulgación. 

Podrán solicitar la reforma el veinticinco por ciento de los legisladores de cualquiera de las Cámaras del Congreso, el Presidente de la República o treinta mil electores, en petición firmada. 

La declaración de la necesidad de la reforma sólo será aprobada por mayoría absoluta de dos tercios de los miembros de cada Cámara del Congreso. ... 

PERÚ
Artículo 206.- ... La iniciativa de reforma constitucional corresponde al Presidente de la República, con aprobación del Consejo de Ministros; a los congresistas; y a un número de ciudadanos equivalente al cero punto tres por ciento (0.3%) de la población electoral, con firmas comprobadas por la autoridad electoral. 

REPÚBLICA DOMINICANA

Artículo 116.-Esta Constitución podrá ser reformada si la proposición de reforma se presenta en el Congreso Nacional con el apoyo de la tercera parte de los miembros de una u otra Cámara, o si es sometida por el Poder Ejecutivo. 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

ARTICULO CINCO 

Siempre que las dos terceras partes de ambas Cámaras lo juzguen necesario, el Congreso propondrá enmiendas a esta Constitución, o bien, a solicitud de las legislaturas de los dos tercios de los distintos Estados, convocará una convención con el objeto de que proponga enmiendas, las cuales, en uno y otro caso, poseerán la misma validez que si fueran parte de esta Constitución, desde todos los puntos de vista y para cualesquiera fines, una vez que hayan sido ratificadas por las legislaturas de las tres cuartas partes de los Estados separadamente o por medio de convenciones reunidas en tres cuartos de los mismos, según que el Congreso haya propuesto uno u otro modo de hacer la ratificación, y a condición de que antes del año de mil ochocientos ocho no podrá hacerse ninguna enmienda que modifique en cualquier forma las cláusulas primera y cuarta de la sección novena del artículo primero y de que a ningún Estado se le privará, sin su consentimiento, de la igualdad de voto en el Senado. 

URUGUAY
Artículo 331. La presente Constitución podrá ser reformada, total o parcialmente, conforme a los siguientes procedimientos: 

Por iniciativa del diez por ciento de los ciudadanos inscriptos en el Registro Cívico Nacional, presentando un proyecto articulado que se elevará al Presidente de la Asamblea General, debiendo ser sometido a la decisión popular, en la elección más inmediata. 

La Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, podrá formular proyectos sustitutivos que someterá a la decisión plebiscitaria, juntamente con la iniciativa popular. 

Por proyectos de reforma que reúnan dos quintos del total de componentes de la Asamblea General, presentados al Presidente de la misma, los que serán sometidos al plebiscito en la primera elección que se realice. 

Para que el plebiscito sea afirmativo en los casos de los incisos A) y B), se requerirá que vote por "SI" la mayoría absoluta de los ciudadanos que concurran a los comicios, la que debe representar por lo menos, el treinta y cinco por ciento del total de inscriptos en el Registro Cívico Nacional. 

Los Senadores, los Representantes y el Poder Ejecutivo podrán presentar proyectos de reforma que deberán ser aprobados por mayoría absoluta del total de los componentes de la Asamblea General. 

El proyecto que fuere desechado no podrá reiterarse hasta el siguiente período legislativo, debiendo observar las mismas formalidades. 

VENEZUELA
Artículo 343.- La iniciativa de la Reforma de la Constitución la ejerce la Asamblea Nacional mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes, por el Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros o a solicitud de un número no menor del quince por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas en el Registro Civil y Electoral. 

Artículo 344.- La iniciativa de Reforma Constitucional será tramitada por la Asamblea Nacional en la forma siguiente: 

1. El Proyecto de Reforma Constitucional tendrá una primera discusión en el período de sesiones correspondiente a la presentación del mismo. 

2. Una segunda discusión por Título o Capítulo, según fuera el caso. 

3. Una tercera y última discusión artículo por artículo. 

Artículo 348.- El pueblo de Venezuela es el depositario del poder constituyente originario. En ejercicio de dicho poder, puede convocar una Asamblea Nacional Constituyente con el objeto de transformar al Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución. 

Artículo 349.- La iniciativa de convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente podrá hacerla el Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros; la Asamblea Nacional, mediante acuerdo de la dos terceras partes de sus integrantes; los Consejos Municipales en cabildos, mediante el voto de las dos terceras partes de los mismos; y el quince por ciento de los electores inscritos y electoras en el registro electoral. 

Artículo 350.- El Presidente o Presidenta de la República no podrá objetar la nueva Constitución. 

Los poderes constituidos no podrán en forma alguna impedir las decisiones de la Asamblea Constituyente. 

A efectos de la promulgación de la nueva Constitución, ésta se publicará en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela o en la Gaceta de la Asamblea Constituyente. 

BOLIVIA
ARTICULO 230.- 

Esta Constitución puede ser parcialmente reformada, previa declaración de la necesidad de reforma, la que se determinará con precisión en una ley ordinaria aprobada por dos tercios de los miembros presentes en cada una de las Cámaras. 

Esta ley puede ser iniciada en cualquiera de las Cámaras en la forma establecida por esta Constitución. 

La ley declaratoria de la reforma será enviada al Ejecutivo para su promulgación, sin que Éste pueda vetarla. 

ARTICULO 231.- 

En las primeras Sesiones de la Legislatura de un nuevo periodo constitucional se considerará el asunto por la Cámara que proyectó la reforma y, si Ésta fuere aprobada por dos tercios de votos, se pasaran a la otra para su revisión, la que también requerirá dos tercios. 

Los demás trámites serán los mismos que la Constitución señala para relaciones entre las dos Cámaras. 

ARTICULO 232.- 

Las cámaras deliberarán y votarán la reforma ajustándola a las disposiciones que determinen la ley de declaratoria de aquella. 

La reforma sancionada pasará al Poder Ejecutivo para su promulgación, sin que el Presidente de la República pueda observarla. 

ARTICULO 233.- Cuando la enmienda sea relativa al período constitucional del Presidente de la República, será cumplida sólo en el siguiente período. 

ANEXO D

Definición de términos clave  utilizados en la Serie de Tratados de las Naciones Unidas
Introducción
Esta introducción presenta un panorama general y no exhaustivo de los principales términos que se utilizan en la Serie de Tratados de las Naciones Unidas para remitir a los instrumentos de Derecho Internacional Público jurídicamente vinculantes: tratados, acuerdos, convenciones, cartas, protocolos, declaraciones, memorandos de entendimiento, modus vivendi y canje de notas. El propósito es facilitar una comprensión general de su alcance y función.

En el transcurso de los últimos siglos, la práctica estatal ha desarrollado varios términos para remitir a instrumentos internacionales mediante los cuales los estados establecen los derechos y obligaciones que tienen entre sí. Este panorama general se ocupa de los términos más comúnmente usados. Sin embargo, un número considerable de términos adicionales han sido empleados, tales como "estatutos", "pactos", "convenios" y otros. A pesar de esa diversidad terminológica, no existe una nomenclatura exacta. De hecho, el significado de los términos utilizados varía según el estado, la región y el instrumento que los use. Algunos términos podrían fácilmente intercambiarse: un instrumento denominado "acuerdo" también podría ser llamado "tratado".

Por lo tanto, normalmente el título asignado a dichos instrumentos internacionales no tiene efectos legales fundamentales. El título puede reflejar el uso corriente o bien el carácter o importancia que las partes desean atribuir a un instrumento. El nivel de formalidad elegido dependerá de la gravedad de los problemas tratados y de las implicaciones políticas e intenciones de las partes.

Aunque se diferencian entre sí por su título, todos los instrumentos tienen características comunes y el derecho internacional aplica, básicamente, las mismas reglas a todos. Dichas reglas resultan de una larga práctica observada entre los estados, que las han aceptado como normas vinculantes en sus relaciones con los demás estados; es por ese motivo que esas reglas son consideradas normas de Derecho Internacional Público consuetudinario. Para responder al deseo generalizado de codificar dichas normas consuetudinarias, se concertaron dos convenciones. La primera fue la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 ("Convención de Viena de 1969"), que entró en vigor el 27 de enero de 1980 y que contiene las reglas para los tratados celebrados entre estados. La segunda fue la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales de 1986 ("Convención de Viena de 1986"), que aún no entró en vigor; introdujo reglas adicionales para los tratados concertados con organizaciones internacionales como partes. Ni la Convención de Viena de 1969 ni la Convención de Viena de 1986 hacen distinción entre las diversas designaciones de los instrumentos que aquí nos ocupan. En vez de ello, sus reglas se aplican a todos esos instrumentos a condición de que satisfagan ciertos requisitos comunes. 

El Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas estipula que "todo tratado y todo acuerdo internacional concertado por cualquier Miembro de las Naciones Unidas después de entrar en vigor esta Carta, será registrado en la Secretaría y publicado por ésta a la brevedad posible". Todos los tratados y acuerdos internacionales registrados o depositados e inscritos en la Secretaría desde 1946 están publicados en la Serie de Tratados de las Naciones Unidas. Mediante el uso de "tratado" y "acuerdo internacional" a los que alude el Artículo 102 de la Carta, se cubre la gama más amplia de instrumentos. A pesar de que la Asamblea General de las Naciones Unidas nunca ha establecido una definición precisa de esos dos términos ni ha clarificado la relación que guardan entre sí, el Artículo 1 de los Reglamentos de la Asamblea General para dar efecto al Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas estipula que la obligación de registrarse aplica a todo tratado o acuerdo internacional "cualquiera que sea su forma o nombre descriptivo". En la práctica observada por la Secretaría bajo el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, las expresiones "tratado" y "acuerdo internacional" abarcan una amplia gama de instrumentos, incluyendo compromisos unilaterales, tales como: declaraciones de los nuevos estados miembros de las Naciones Unidas cuando aceptan las obligaciones establecidas por la Carta de las Naciones Unidas; declaraciones de aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de Justicia bajo el Artículo 36(2) de su Estatuto y ciertas declaraciones unilaterales que crean obligaciones vinculantes entre la nación declarante y las demás naciones. Por lo tanto, la designación particular de un instrumento internacional no determina la obligación que tienen los estados miembros de registrarlo. 

Sin embargo, no se debe inferir que la designación de los tratados se hace al azar o de manera caprichosa. El nombre mismo de un tratado puede reflejar su objetivo o bien las limitaciones aceptadas por las partes que participan en el arreglo. Aunque con frecuencia el verdadero propósito de las partes puede inferirse de las cláusulas del mismo tratado o de su preámbulo, el término designado puede proporcionar una indicación general de dicho propósito. Un término particular de un tratado puede indicar que el tratado busca un mayor nivel de cooperación que el usualmente proporcionado por los instrumentos de ese tipo. Otros términos pueden indicar que las partes buscaron normalizar solamente cuestiones técnicas. Por último, la terminología empleada en los tratados puede indicar la relación que guardan con un acuerdo concertado con anterioridad o ulteriormente.

Tratados
El término "tratado" puede ser usado como un término genérico común o como un término específico que se refiere a un instrumento de características determinadas. 

(a) Tratado como término genérico: el término "tratado" con frecuencia ha sido utilizado como un término genérico que abarca todos los instrumentos vinculantes del derecho internacional concertados entre entidades internacionales, independientemente de su designación formal. La Convención de Viena de 1969 y la Convención de Viena de 1986 confirman ese uso genérico del término "tratado". La Convención de Viena de 1969 define un tratado como "un acuerdo internacional concertado entre estados de manera escrita y gobernado por el derecho internacional, ya sea instituido en un solo instrumento o bien en dos o más instrumentos, cualquiera que sea su designación particular". La Convención de Viena de 1986 amplía la definición de tratado para incluir los acuerdos internacionales que incluyen a organizaciones internacionales como partes. Para hablar de un "tratado" en su sentido más general, un instrumento debe llenar varios requisitos. Primero que nada, tiene que ser un instrumento jurídicamente vinculante, lo cual significa que las partes contratantes tienen la intención de establecer derechos y deberes legales. En segundo lugar, el instrumento debe ser finalizado por estados u organizaciones internacionales con poder para concertar tratados. En tercer lugar, debe estar gobernado por el derecho internacional; por último, el compromiso debe ser escrito. Incluso antes de la Convención de Viena sobre del Derecho de los Tratados, en su sentido genérico el término "tratado" había quedado generalmente reservado para los acuerdos concertados en forma escrita.

(b) Tratado como término específico: no existen reglas sistemáticas para determinar cuándo, en la práctica observada por un estado, se emplea el término "tratado" como título de un instrumento internacional. Usualmente, el término "tratado" está reservado para cuestiones de cierta gravedad que exigen acuerdos de mayor solemnidad. Su firma, por lo general, está sellada y normalmente requieren ratificación. Entre algunos ejemplos típicos de instrumentos internacionales designados como "tratados" están los tratados de paz; los tratados limítrofes; los tratados de delimitación; los tratados de extradición; los tratados de amistad, comercio y cooperación. El uso del término "tratado" para los instrumentos internacionales ha disminuido considerablemente en las últimas décadas en favor de otros términos.

Acuerdos
El término "acuerdo" puede tener un significado genérico y otro específico. Asimismo, ha adquirido un significado especial en el ámbito del derecho de integración económica regional.

(a) Acuerdo como término genérico: la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 emplea el término "acuerdo internacional" en su acepción más amplia. Por una parte, define los tratados como "acuerdos internacionales" con ciertas características. Por otra, emplea el término "acuerdos internacionales" para los instrumentos que no corresponden a su definición de "tratado". En su Artículo 3 se alude, asimismo, a "acuerdos internacionales no realizados por escrito". A pesar de que dichos acuerdos orales son raros, pueden tener la misma fuerza vinculante que los tratados, dependiendo de la intención de las partes. Un ejemplo de acuerdo oral puede ser la promesa que formula el Ministro de Asuntos Extranjeros de un estado al correspondiente ministro de otro estado. El término "acuerdo internacional", en su sentido genérico, abarca por lo tanto la gama más amplia de instrumentos internacionales.

(b) Acuerdo como término específico: los "acuerdos" son en general menos formales y se ocupan de una gama más restringida de temas que los "tratados". Existe una tendencia general de emplear el término "acuerdo " a los tratados bilaterales o a los tratados multilaterales restringidos. Un acuerdo se emplea especialmente para instrumentos de índole técnica o administrativa, que son firmados por representantes de dependencias gubernamentales pero sin estar sujetos a ratificación. Los acuerdos típicos están relacionados con la cooperación económica, cultural, científica y técnica. Con frecuencia, los acuerdos también se ocupan de cuestiones financieras tales como eliminación de la doble imposición, garantías de inversión o ayuda financiera. Las Naciones Unidas y otras organizaciones internacionales conciertan con frecuencia acuerdos con el país anfitrión de una conferencia internacional o con una sesión de un órgano representativo de la organización. Especialmente en el ámbito del derecho económico internacional, el término "acuerdo" también es utilizado como título de acuerdos multilaterales. 

(c) Acuerdos en el ámbito de la integración regional: los esquemas de integración regional se basan en tratados que proporcionan un marco general de trabajo y que son de índole constitucional. Los instrumentos internacionales que modifican dicho marco de trabajo de manera ulterior (a través de adhesiones o revisiones, por ejemplo) también se denominan "tratados". Los instrumentos concertados al interior del marco de trabajo de un tratado constitucional o por los órganos de una organización regional, con frecuencia se llaman "acuerdos" para diferenciarlos del tratado constitucional. Así por ejemplo, mientras el Tratado de Roma de 1957 sirve en la práctica como una constitución de la Comunidad Europea, los tratados concertados por la Comunidad Europea con otras naciones por lo general se llaman acuerdos. Asimismo, la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) fue establecida en virtud del Tratado de Montevideo de 1980, pero los instrumentos subregionales concertados al interior de este último se denominan acuerdos.

Convenciones
El término "convención" tiene igualmente un significado genérico y otro específico.

Convención como término genérico: el Art. 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia remite a las "convenciones internacionales, ya sean generales o particulares" como fuente jurídica, al igual que a las reglas y principios generales del Derecho Internacional Público consuetudinario y - como fuente secundaria - a las decisiones judiciales, al igual que a las enseñanzas de los expertos más calificados en materia de Derecho Internacional Público. El uso genérico del término "convención" abarca todos los acuerdos internacionales, tal como sucede con el término genérico "tratado". Los principios básicos y generalmente aceptados de una rama del Derecho también son corrientemente referidos como "derecho convencional", a fin de distinguirlos de otras fuentes de Derecho Internacional, como el Derecho Internacional Público consuetudinario o los principios generales del Derecho Internacional. Por lo tanto, el término genérico "convención" es sinónimo del término genérico "tratado".

(b) Convención como término específico: mientras que en el siglo pasado el término "convención" fue corrientemente utilizado para acuerdos bilaterales, ahora se utiliza en general para el caso de tratados multilaterales formales que incluyen a un gran número de partes. Normalmente, las convenciones están abiertas a la participación de la totalidad de la comunidad internacional o de un gran número de estados. Por lo general, los instrumentos negociados bajo los auspicios de una organización internacional se titulan convenciones (por ejemplo: el Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992; la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982; la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1982 de las Naciones Unidas). Igual sucede en el caso de instrumentos adoptados por un órgano de una organización internacional (por ejemplo: el Convenio sobre igualdad de remuneración de 1951, adoptado en 1951 por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo y relativo a la igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un trabajo igual, o bien la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada en 1989 por la Asamblea General de las Naciones Unidas).

Cartas
El término "carta" se utiliza para instrumentos particularmente formales y solemnes, tales como el tratado constitutivo de una organización internacional. El término en sí mismo tiene una carga emocional que se remonta a la Magna Carta de 1215. Entre los ejemplos conocidos están la Carta de las Naciones Unidas de 1945 y la Carta de la Organización de Estados Americanos de 1952.

Protocolos
El término "protocolo" se usa para los acuerdos menos formales que los denominados "tratado" o "convención". El término podría ser utilizado para cubrir las siguientes clases de instrumentos:

(a) Un "Protocolo de firma" es un instrumento internacional subsidiario a un tratado, concertado por las mismas partes y que trata sobre asuntos complementarios o subordinados, tales como la interpretación de ciertas cláusulas del tratado, las cláusulas formales que no fueron incluidas en el tratado o la reglamentación de cuestiones técnicas. Normalmente, la ratificación del tratado implica una ratificación ipso facto de esta clase de protocolo.

(b) Un "Protocolo facultativo" de un tratado es un instrumento que establece derechos y obligaciones adicionales en el marco de un tratado. En general, se adopta el mismo día, pero es de carácter independiente y está sujeto a una ratificación independiente. Este protocolo permite que ciertas partes del tratado establezcan entre sí un marco de obligaciones de mayor alcance que el tratado y con el cual no todas las demás partes concuerdan, creando así un "sistema de dos niveles". El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 es un ejemplo bien conocido. 

(c) Un "Protocolo basado en una Convención Marco" es un instrumento con obligaciones de fondo específicas que instrumenta los objetivos generales de una convención marco previa o más amplia. Asegura una elaboración más sencilla y acelerada de un tratado y se usa especialmente en el campo del derecho ambiental internacional. Un ejemplo es el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, adoptado en 1987 en virtud de los Artículos 2 y 8 de la Convención de Viena para la Protección de la Capa de Ozono de 1985.

(d) Un "Protocolo de enmienda" es un instrumento que contiene disposiciones que enmiendan uno o varios tratados anteriores, tal como el Protocolo aprobado en 1946 que enmienda los acuerdos, convenciones y protocolos para limitar la fabricación y reglamentar la distribución de los estupefacientes. 

(e) Un "Protocolo como tratado suplementario" es un instrumento que contiene disposiciones suplementarias para un tratado anterior. Por ejemplo, el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 1967 para la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. 

(f) Un "atestado" es un instrumento que contiene el registro de ciertos entendimientos a los cuales llegaron las partes contratantes.

Declaraciones
El término "declaración" se usa para varios instrumentos internacionales. Sin embargo, las declaraciones no siempre son jurídicamente vinculantes. Con frecuencia, el término se usa deliberadamente para indicar que las partes no tienen intención de crear obligaciones en firme sino simplemente el deseo de expresar ciertas aspiraciones. Un ejemplo es la Declaración de Río de 1992. No obstante lo anterior, las declaraciones pueden ser tratados (en el sentido general del término) concertados con la intención de ser vinculantes en el ámbito del derecho internacional. Por lo tanto, se necesita determinar en cada caso si las partes tenían la intención de crear obligaciones en firme. Determinar cuál era la intención de las partes puede ser una tarea difícil. Originalmente, algunos instrumentos denominados "declaraciones" no tenían la intención de ser obligatorios, pero sus disposiciones pueden reflejar el Derecho Internacional Público consuetudinario o haber ganado un carácter obligatorio al convertirse en derecho consuetudinario en un periodo ulterior, como sucedió en el caso de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948. Las declaraciones formuladas con la intención de tener efectos jurídicamente vinculantes pueden clasificarse de la siguiente manera:

(a) Una declaración puede ser un tratado en el sentido propio del término. Un ejemplo importante es la Declaración Conjunta sobre la Cuestión de Hong Kong, formulada por el Reino Unido y China en 1984.

(b) Una declaración interpretativa es un instrumento que se adjunta a un tratado con objeto de interpretar o explicar las disposiciones de este último.

(c) Una declaración también puede ser un acuerdo informal sobre un asunto de menor importancia. 

(d) Una serie de declaraciones unilaterales puede constituir un acuerdo vinculante. Un ejemplo típico son las declaraciones bajo la Cláusula Facultativa del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, que crean vínculos jurídicos entre los declarantes, aunque no estén específicamente dirigidos a cada una de las partes. Otro ejemplo es la Declaración Unilateral sobre el Canal de Suez y los acuerdos para su operación emitidos por Egipto en 1957, que fueron considerados un compromiso de carácter internacional.

Memorandos de entendimiento 

Un memorando de entendimiento es un instrumento internacional de carácter menos formal. A menudo inicia los acuerdos operacionales dentro del marco de un acuerdo internacional; también se usa para reglamentar cuestiones técnicas o de detalle. El memorando de entendimiento típico reviste la forma de un instrumento aislado; no requiere ratificación y es concertado entre estados u organizaciones internacionales. Usualmente, las Naciones Unidas concluyen memorandos de entendimiento con sus estados miembros para organizar sus operaciones de paz o sus conferencias, al igual que memorandos de entendimiento con otras organizaciones en materia de cooperación. 

Modus vivendi
Un modus vivendi es un instrumento que registra un acuerdo internacional de carácter temporal o provisional previsto para ser reemplazado por un arreglo más permanente y detallado. Por lo general, se concierta de manera informal y nunca requiere ratificación.

Canje de notas
El canje de notas es un registro de un acuerdo rutinario y guarda mucha similitud con un contrato legal privado. El acuerdo consiste en el canje de dos documentos, de modo que cada una de las partes quede en posesión de una copia firmada por el representante de la otra parte. Según el procedimiento corriente, para registrar su aceptación, el estado que acepta la nota repite el texto del estado que la presenta. Los signatarios de las notas pueden ser ministros de gobierno, diplomáticos o jefes de departamentos. A menudo se recurre al canje de notas porque es un procedimiento rápido o, algunas veces, para evitar el proceso de obtener aprobación legislativa.
Ivan Baltazar 
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